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Prólogo

			La psicología jurídica y forense está de enhorabuena con la publicación del presente manual, y es un honor para mí poder realizar el prólogo de este nuevo libro, que se suma a la extensa labor investigadora y divulgativa de la autora, Marta Ramírez, que ha contribuido, de manera excepcional, a la formación teórico-práctica de miles de psicólogos y psicólogas en el ámbito de la evaluación de las relaciones familiares tras la ruptura de los progenitores. 

			Se nos ofrece, con el material propuesto, una nueva oportunidad de aprendizaje, que actualiza y refresca de manera profusa y detallada todas aquellas cuestiones a las que debemos estar atentos a la hora de enfrentarnos a la labor evaluadora como profesionales de la psicología. La autora nos ofrece en este texto la sistematización necesaria para llevar a cabo una práctica pericial de calidad y contribuye a la formación continua que los profesionales necesitan, máxime en el ámbito forense, por los altos estándares de calidad exigidos, ampliamente conocidos por la autora, una de las psicólogas pioneras en el trabajo de asesoramiento a los Juzgados de Familia como psicóloga forense, compaginando su extensa experiencia práctica cotidiana de evaluación de familias en situación de conflicto tras la ruptura, con la labor investigadora y formativa. 

			Cabe recordar la enorme aportación que la autora nos trasladó tras su investigación derivada de su tesis doctoral y que nos facilitó un modelo conceptual para la evaluación de los miembros de la familia (progenitores e hijos e hijas) tras la ruptura, que nos ha permitido tener un marco común de evaluación a las siguientes generaciones de psicólogos forenses que nos hemos dedicado al ámbito de familia, y cuyo modelo ha generado no solo conocimiento y aplicación práctica, sino también derivado en nuevas investigaciones doctorales. 

			Hace unos meses se celebraba el 40 aniversario de la Ley 30/1981, primera regulación del divorcio tras la restauración de la democracia. 40 años en que la sociedad ha avanzado en el desarrollo de múltiples estructuras familiares, integrándose las nuevas organizaciones «posdivorcio», con las innumerables fórmulas de convivencia dentro de este marco. El foco y preocupación sigue siendo el mismo, el mejor desarrollo de los niños, niñas y adolescentes (NNA) tras el cambio y nueva organización convivencial posruptura, y en esta tarea vamos a encontrar un enorme potencial con todo el material facilitado en este manual. Como nos dice la propia autora, cada vez es más frecuente hablar de planes de parentalidad u organizaciones familiares en las que se articulen y repartan responsabilidades parentales y estancias de los NNA, de acuerdo con las necesidades y recursos de cada familia, alejándose de terminología que irá cayendo en desuso: custodia y visitas. 

			La labor psicológico-pericial a la que nos enfrentamos en este ámbito de familia es extraordinariamente compleja, por lo que es necesario mantenerse en este continuo aprendizaje que nos propone la autora, máxime cuando este ámbito de evaluación es el que más exponencialmente ha crecido en nuestro país, tanto en su vertiente pública como privada, exigiéndonos los más altos estándares de calidad.

			El discurso siempre ágil de la autora, con un conocimiento profundo de todas las cuestiones implicadas en la evaluación psicológica en los procesos de familia, deja caer, en no pocas ocasiones, una sabia y desmenuzada crítica a diferentes procesos, normas legales, análisis de conceptos y su aplicación, que nos da una idea del alto escrutinio crítico con el que aborda todos y cada uno de los temas tratados y señala de manera clara las carencias con las que todavía nos encontramos. El análisis desde los resultados de las investigaciones y el rigor científico que debe guiar la elección de las intervenciones siempre está presente en su exposición.

			La autora sabe combinar magistralmente el lenguaje técnico propio de nuestra disciplina y científico del análisis que realiza de las investigaciones, con un lenguaje coloquial y cercano, que nos pone en el espejo de cómo llevamos a cabo nuestro trabajo y cómo mejorarlo. En este sentido nos hace reflexionar sobre la metodología utilizada, nuestros conocimientos y certezas, nos invita a hacer una lectura crítica de las investigaciones científicas, de manera que nos las cuestionemos para poder extraer aquello que se encuentra de verdad avalado científicamente. Incide en ese necesario conocimiento que debemos tener para desarrollar nuestro trabajo en el área, y de manera específica nos propone al final del capítulo segundo un protocolo de evaluación pericial.

			El libro está compuesto por cinco capítulos sustantivos, finalizando con un sexto en el que se presenta la discusión de tres casos prácticos realizados por tres psicólogos forenses, profundos conocedores de la idiosincrasia de las evaluaciones en este campo, que nos permiten analizar, desde una perspectiva centrada en la evaluación concreta, todos los conocimientos adquiridos con la lectura de los capítulos previos. En cada uno de los capítulos aborda de manera específica un ámbito de especial relevancia, actualidad y dificultad en el análisis de las cuestiones relativas a la evaluación en el ámbito de familia, como son el análisis concreto de todas las cuestiones relativas a la evaluación práctica, la custodia compartida, las implicaciones en el ámbito de la violencia de género, así como los elementos más controvertidos en nuestro trabajo, todo ello precedido con un capítulo introductorio que nos permite contar con una visión general de las cuestiones relativas a las rupturas de pareja, desde una perspectiva sociológica, legal y psicológica. 

			El primer capítulo, introductorio, además de recordarnos conceptos e ideas básicas, nos aporta una información actualizada de las estadísticas de la incidencia de los divorcios en España y analiza las implicaciones para la psicología forense de las nuevas regulaciones aprobadas el pasado mes de junio: la LOPIVI, Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección integral a la infancia y la adolescencia frente a la violencia, y la Ley 8/2021, de 2 de junio, por la que se reforma la legislación civil y procesal para el apoyo a las personas con discapacidad en el ejercicio de su capacidad jurídica.

			En este capítulo la autora hace un análisis especial sobre las deficiencias que nuestro sistema presenta al no contar de manera generalizada y sistemática con mecanismos pacíficos de resolución de disputas como la mediación familiar, señalando su escasa implantación y desarrollo real en nuestro país; así como la escasa presencia de programas psicoeducativos en el entorno del divorcio, siendo muy limitada la evaluación llevada a cabo de estos programas; y finalmente nos adentra en las polémicas generadas alrededor de la figura del coordinador de parentalidad, analizando sus críticas, así como las lagunas que todavía encontramos en esta figura, sobre todo a nivel de investigación y por tanto de clarificación de resultados, pero entendiendo que puede ser una herramienta útil para aquellos casos de conflicto extremo en el que los hijos e hijas se ven claramente involucrados y por ende perjudicados en su desarrollo.

			Hace un análisis detallado relativo a los dilemas éticos, dado, como bien apunta, que es un terreno abonado para la proliferación de denuncias y detalla aquellos artículos de nuestro CD que con más habitualidad han sido vulnerados en la evaluación de custodias disputadas. 

			Finalmente, nos facilita la información sobre la acreditación en psicología jurídica y forense instada por el Consejo General de la Psicología de España, que valora fundamental para avanzar en la especialidad y enmarcada en la necesaria formación en este campo para llevar a cabo una buena intervención.

			El segundo capítulo se centra en la evaluación práctica de la custodia por parte del profesional de la psicología, haciendo hincapié en las dificultades que nos encontramos en la práctica diaria, siendo de indudable valor la aportación que nos ofrece sobre la aplicación de la evidencia al caso concreto. Analiza de manera exhaustiva la teoría del apego y su incardinación en el contexto forense, estudiando las limitaciones que presenta en su aplicación práctica, finalizando con los diferentes instrumentos de evaluación en el campo de familia.

			El análisis pormenorizado del estado actual de la evaluación en los temas de custodia se lleva a cabo a partir del cuestionamiento crítico y estudio de los avances en los últimos veinte años, teniendo en cuenta la aplicación de los métodos adecuados y aceptados por la comunidad de expertos. Aborda el tema examinando las dificultades derivadas de los estándares legales vigentes para determinar la custodia, los problemas asociados a la evidencia científica en que se sustentan y aquellos relacionados con cuestiones metodológicas. Desmenuza las complicaciones que aquejan a la investigación en esta área y que se reflejan en la calidad de la evidencia empírica en la evaluación en disputas de custodia, identificando los problemas relacionados con la deficiente definición operacional de los constructos implicados, así como los que afectan a la validez interna y externa, y nos adentra por tanto en la dificultad de establecer relaciones causales entre las variables y las diferentes medidas del bienestar infantil. Aporta, desde su punto de vista crítico, que podamos analizar nuestro conocimiento, los avances científicos y nuestras intervenciones en el ámbito de familia desde una visión humilde y en el que nos cuestionemos continuamente nuestro trabajo persiguiendo su mejora; y en el marco de este complejo entramado de preguntas, dudas y resultados que ofrece, llevar a cabo siempre una lectura crítica de las investigaciones, necesario, como nos indica, para el acercamiento al enfoque de la práctica basada en la evidencia, también en este ámbito forense. 

			Incide en la necesidad de estructurar nuestra evaluación desde la formulación de hipótesis, el análisis de la información, la obtención de conclusiones y la formulación de recomendaciones, valorando la necesidad de sistematizar el proceso y la toma de decisiones y para facilitarnos el trabajo diario realiza una revisión del modelo de evaluación propuesto por la autora hace más de dos décadas, integrando nuevos criterios decisionales, incidiendo en ese proceso derivado del propio modelo.

			En relación a la metodología y los instrumentos de evaluación, se analizan sus sesgos, las dificultades para su aplicación en situaciones concretas, además de revisar los errores ligados al contexto forense, así como los propios sesgos del evaluador. Sigue señalando la necesidad de contar con instrumentos de evaluación específicos, con buenas propiedades psicométricas, adaptados a muestras españolas y validados en el terreno forense, que además sean cortos, de modo que sean asumibles en el seno de los protocolos de evaluación. 

			Finaliza el capítulo con unas pautas prácticas para conducir las evaluaciones de custodia, para llevarlas a cabo de manera rigurosa. Va desgranado cómo debe ser nuestra intervención desde antes de aceptar la pericia, posteriormente en la planificación de la evaluación, siguiendo un protocolo, las directrices a seguir durante la evaluación, así como durante el análisis e interpretación de los resultados y en el proceso de elaboración del informe. Insiste en la necesidad de revisión por pares de los informes, algo que sin duda redundaría en la calidad de nuestras intervenciones, pero que es difícil de llevar a la práctica, al menos en el ámbito público, dada la escasez de recursos.

			El tercer capítulo está dedicado a cuestiones controvertidas, como la pernocta, el parenting o el tipo de conclusiones que nos correspondería hacer a los psicólogos forenses en nuestros informes de evaluación de custodia. 

			Nos aporta la autora una visión crítica sobre el mal uso de teorías como la del apego en favor de postulados restrictivos como el de la pernocta contraponiéndola a la implicación parental dual, y se desarrolla un concepto clave a tener en cuenta en la evaluación de custodia, el gatekeeping, que permite analizar el grado de apertura que cada uno de los progenitores permite al otro en la relación con los hijos e hijas, como forma de operativizar el coparenting. También señala las críticas que está recibiendo este concepto en una interpretación que puede verse sesgada en el origen de los estudios, debiendo tomarse para su análisis dos dimensiones básicas: la apertura hacia las relaciones del otro progenitor, así como su naturaleza adaptativa vs. desadaptativa. Finaliza el capítulo analizando el dilema en el que la profesión lleva años debatiéndose relativo a cómo deben concluirse nuestros informes periciales. 

			Se analiza en la cuarta parte una de las cuestiones más actuales hoy en día, como es todo lo relativo a la custodia compartida, detallando las últimas aportaciones realizadas en esta materia por el Consejo General del Poder Judicial, así como las resoluciones jurisprudenciales en la materia. 

			Se parte de la complejidad del término y las diferentes consideraciones al respecto que corresponden a organizaciones familiares posruptura muy diversas, señalando las diferencias entre las rígidas alternancias de tiempos, que es lo que predomina actualmente en nuestro entorno, y a cuya opción puede llegarse como una solución de compromiso, a lo que desde la psicología consideraríamos modélica con la cooperación entre los progenitores y una coparentalidad positiva. 

			Señala las dificultades que metodológicamente tienen los estudios relativos a la custodia compartida, entre otros el no concretarse los tiempos, ni el tipo de custodia, legal o residencial compartida, diferencias clave para poder generalizar resultados. Se analizan cuestiones como la autoselección de las muestras, enfocándose las nuevas investigaciones en las dimensiones concretas de la custodia compartida que benefician a qué tipo de familias y bajo qué condiciones, observándose que los resultados no dependen tanto de una distribución concreta de custodia sino de otras cuestiones como las características familiares o la calidad de las relaciones con los progenitores, y sugiere una serie de elementos a tener en cuenta por parte del psicólogo forense en la toma de decisiones con respecto a la custodia compartida.

			Como no podía ser de otra manera, hace un análisis detallado de las repercusiones que el conflicto tiene en el desarrollo de los hijos, aportando luz sobre las investigaciones que hay al respecto.

			En el capítulo quinto nos encontramos el análisis desde la perspectiva forense de la violencia de género, detallando las modificaciones introducidas en la LOPIVI con respecto a la valoración del riesgo hacia los NNA en las relaciones con el progenitor. Realiza un análisis pormenorizado de la complejidad que entraña la violencia de pareja y por ende el estudio riguroso que debemos realizar como psicólogos forenses de cada situación concreta, extrapolando a todas las evaluaciones forenses de familia la necesidad de comenzar la evaluación realizando un cribado de las posibles situaciones de violencia que puedan existir en esa familia, dado, como señala, que la violencia de pareja está infradetectada en las disputas de custodia, y por tanto el riesgo que puede conllevar para los hijos e hijas, dada la negativa repercusión que tiene para su desarrollo la exposición a la violencia, debiendo orientarse planes de parentalidad que incluyan los adecuados niveles de seguridad. Analiza la necesaria comprensión de la naturaleza y el contexto de la violencia, definiendo las dinámicas relacionales, así como las implicaciones de la violencia en el parenting, el coparenting y en los hijos e hijas, insistiéndose en la necesidad de incrementar la sistematización de estas evaluaciones, aportando algunos modelos al respecto. 

			Reitera a lo largo de los diferentes capítulos la escasez de recursos con los que contamos en nuestro país para poder trabajar con estas familias y por tanto poder corregir las dificultades que presentan y que influyen en el bienestar de los hijos e hijas.

			Como se ha señalado previamente, finaliza el libro con un sexto capítulo de discusión de casos, de la mano de tres reconocidos psicólogos forenses que analizan, desde esa perspectiva crítica que nos propone la autora, un caso proveniente de violencia de género, un caso de custodia compartida, y un ejemplo de rechazo y resistencia en las relaciones filioparentales.

			En definitiva, este libro nos ofrece una nueva oportunidad de profundizar en cada uno de los elementos que debemos tener en cuenta en la complejidad que acompaña al proceso de ruptura y nuestro proceso de evaluación, y su lectura se hace imprescindible para todos los que trabajamos en este campo. Agradecer a Marta su incansable labor para facilitarnos este proceso de aprendizaje, que personalizo incidiendo en cómo en mi trabajo me ha permitido tener un conocimiento más profundo sobre la materia, poder aplicar evaluaciones sistemáticas, habiendo contado siempre con la generosidad que le caracteriza, con su sabia supervisión y análisis crítico en mi humilde incursión investigadora.

			Enero 2022.

			DRA. M.ª JOSÉ CATALÁN FRÍAS
Coordinadora de la División de Psicología Jurídica 
del Consejo General de la Psicología de España.
Psicóloga Forense (IMLCF Murcia)
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Radiografía del divorcio en España como fenómeno sociolegal y ámbito de intervención psicoforense

			
1. ESTADÍSTICAS Y CULTURA DE DIVORCIO. EXPANSIÓN DE ESTE ÁMBITO FORENSE

			La disolución de las parejas, matrimoniales y de hecho, es un fenómeno frecuente en todas las sociedades desarrolladas. En España el reconocimiento legal del divorcio fue tardío, como todos sabemos, pero con el paso de los años ha seguido una evolución, en cuestión de cifras, legislación y polémicas asociadas, similar a la de otros países de nuestro entorno, y en determinados aspectos podría incluso decirse que nos hemos situado en la avanzadilla. De acuerdo a los datos de Eurostat, España fue en 2019 el quinto país de la Unión Europea con mayor número de divorcios por cada 100 matrimonios, un total de 55,5.

			Según las cifras facilitadas por el INE en relación con el año 2020 (último del que constan datos anuales publicados), hubo 90.670 matrimonios, 87.481 entre personas de diferente sexo y otros 3.189 entre personas del mismo sexo. En el mismo año hubo 77.200 divorcios, de ellos 76.105 entre personas de diferente sexo y 1.095 disoluciones de matrimonios entre personas del mismo sexo. En conjunto un descenso, tanto de los matrimonios como de los divorcios, de en torno al 16 % respecto del año anterior. Ahora bien, hay que tener en cuenta que 2020 ha sido un año absolutamente atípico a consecuencia de la pandemia de la COVID-19, que entre otras cosas supuso una restricción drástica de la movilidad y la casi paralización de las Administraciones —con excepción de la sanitaria—, particularmente durante el segundo trimestre del año, al encontrarse el país bajo el estado de alarma y en confinamiento. Razón por la cual habría que tomar estas cifras con cautela y fijarnos más bien en la tendencia una vez recuperada la normalidad social. Refiero únicamente los datos relativos a divorcios porque desde la promulgación de la Ley 15/2005, por la que se modifica el Código Civil y la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de separación y divorcio, es ya innecesario el «doble procedimiento» (primero separación y luego divorcio), y el 96,5 % de las rupturas matrimoniales son divorcios; hecho que le granjeó a este texto legal el sobrenombre de «ley de divorcio exprés». Puede verse la evolución del número de divorcios desde ese año en la figura 1.1.
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			Figura 1.1.—Número de divorcios anuales desde la Ley 15/2005. Elaboración propia con datos del INE.

			Desafortunadamente, no contamos con estadísticas oficiales y fiables a nivel nacional sobre rupturas de parejas de hecho o no matrimoniales, pese a que cada vez son más frecuentes las cohabitaciones de este tipo (Domínguez y Castro, 2013; Flaquer y Becerril, 2020) y en ellas se producen los mismos procesos asociados a las rupturas y la regulación de sus efectos, en particular los relativos a los hijos1 menores, que según estimaciones de Eurostat deben de representar casi la mitad de los nacidos en el país. Tampoco el INE recoge información sobre el número de modificaciones de medidas instadas y las resoluciones que se adoptan en estos procedimientos en relación con la custodia de menores. De la misma forma que son escasos los datos específicos sobre disoluciones de matrimonios entre personas del mismo sexo, por ejemplo en cuestión de tipos de custodia. Por tanto, se hace complicado tener una visión completa de la regulación judicial de las rupturas de pareja en general y del tratamiento de la custodia de los hijos menores en particular, en nuestro entorno sociojurídico.

			Las cifras disponibles nos permiten no obstante ver que el aumento de divorcios ha tenido unos años de estancamiento, coincidiendo con la crisis económica (Torres, 2015), volviendo a haber un repunte entre 2014 y 2017, para descender claramente en los últimos años, aunque las cifras tan bajas de 2020 deban interpretarse en el contexto de la pandemia. Se registra además un paulatino pero constante aumento de los divorcios consensuales o no contenciosos; dicha vía supera a la contenciosa desde el año 1995, pero mientras en el año 2000 los divorcios tramitados de mutuo acuerdo representaban según el INE apenas un 54 %, en 2010 eran ya más del 67 % y en 2020 constituyen el 81,3 % de la muestra nacional (y superan el 88 % en la submuestra de divorcios entre personas del mismo sexo). Aunque estamos lejos aún de las cotas de resolución extrajudicial de las rupturas que presentan buena parte de los países del norte de Europa, lo cual no parece ajeno al infradesarrollo de servicios de asistencia, orientación e intervención que seguimos padeciendo, como tendremos ocasión de ver a continuación. El sistema judicial en nuestro país no es colaborativo, no propicia lo suficiente la autodeterminación de medidas por parte de las parejas en ruptura, aun con el asesoramiento e intermediación necesarios y accesibles a toda la población, sino que tiene un claro enfoque adversarial; dicho sea esto sin la pretensión de cuestionar el derecho de todo ciudadano a la tutela judicial o de promover una desregulación irresponsable de los divorcios, en especial cuando hay implicados menores.

			También ha cambiado sobremanera la distribución de la guarda y custodia de los hijos menores a lo largo de los años, en particular a partir del reconocimiento a nivel estatal de la custodia compartida en la precitada Ley 15/2005, y de manera especialmente significativa en aquellas CC. AA. con legislación específica en la materia, según se analizará en detalle en el capítulo dedicado a este tema. Sigue predominando la custodia exclusiva materna (54,5 %), pero se aprecia una evolución descendente en favor de la custodia compartida (41,4 %) más que de la custodia exclusiva paterna (apenas el 4 %).

			El llamado régimen de comunicación y visitas con los hijos, que define el marco de relaciones entre el progenitor no custodio y la prole, también ha experimentado cambios notorios en las últimas décadas. No es un tema respecto del cual se conozcan datos oficiales, pero tanto para profesionales del Derecho como de la Psicología con dilatada experiencia de trabajo en los Juzgados de Familia es obvia la tendencia a una consideración menos restrictiva y más flexible de los regímenes de vistas. Del otrora régimen de vistas estándar de «fines de semana alternos» de sábado y domingo, se ha pasado a fines de semana ampliados (frecuentemente de viernes a lunes con hijos en edad escolar), introducción de uno o dos contactos entre semana, a veces con pernocta, y reparto por mitad de todas las vacaciones escolares. Este mayor reconocimiento de la necesidad de una presencia significativa e implicación continuada de ambos progenitores en la vía de los menores tras las rupturas sin duda responde a un cambio social en la concepción de la paternidad y de la corresponsabilidad parental; pero también en alguna medida entiendo que es reflejo de la evidencia favorable aportada durante años por los psicólogos en sus evaluaciones de custodia, como lo es el aún tímido cambio de lenguaje tendente a romper con la dicotomía custodia/visitas, del cual intenta este texto con modestia hacerse eco.

			Hoy, cuando la parentalidad positiva ocupa todos los foros de formación y difusión (en 2018 se celebraba la VI Jornada sobre Parentalidad Positiva, interministerial y en el marco de la Agenda 2030), orienta las políticas europeas de familia (Rodrigo, 2015; espacio web GURASOTASUNA; plataforma online Familias en Positivo del Ministerio de Sanidad y la FEMP; etc.), y hasta encuentra acomodo en los textos legales (véase la Ley Orgánica 8/2021), hablar de «visitas» resulta un tanto anacrónico. El ejercicio de la parentalidad posdivorcio cada vez más se concibe como un continuo, respecto a las dinámicas familiares previas a la ruptura y entre los dos núcleos u hogares en que las relaciones parentofiliales necesariamente se desarrollarán tras la misma. En consecuencia, en las evaluaciones de custodia que se lleven a cabo, ya sea para orientar a los propios padres o con el fin de asesorar a los jueces en esta materia, irá siendo más frecuente hablar de planes de parentalidad u organizaciones familiares en las que se articulen y repartan responsabilidades parentales y estancias con los menores, de acuerdo a las necesidades y recursos de cada familia, e irá cayendo en desuso la vieja terminología de custodia y visitas.

			El aumento de divorcios en España en las últimas décadas, así como de ulteriores familias reconstituidas (Treviño y Gumá, 2013) —en las que, como es sabido, hay a su vez una mayor prevalencia de divorcios—, ha contribuido a la expansión de este ámbito de la evaluación forense. Como señala Catalán (2015), un tercio de los psicólogos que trabajan en los órganos judiciales de las diferentes CC. AA. lo hacen en Juzgados de Familia o de Instancia competentes en esta materia. Y sin duda este es el ámbito que aglutina también más peritajes privados, en particular desde que la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC 1/2000) introdujera la modalidad de perito sin designación judicial. El boom de las custodias compartidas —y la posibilidad legal de ser acordadas a petición de una sola de las partes, y sin desearlo la otra— también ha incrementado en los últimos lustros la demanda de periciales psicológicas para valorar la viabilidad de este régimen. Pero las dificultades asociadas a los regímenes de vistas o el análisis de los problemas vinculares que tan a menudo se manifiestan en los procesos de divorcio conflictivo han sido siempre objeto de estudio por parte de los psicólogos forenses en este terreno (Ibáñez y Mecerreyes, 2014; Ramírez, 2009).

			El crecimiento de esta rama aplicada de la Psicología en nuestro país ha sido enorme y rápido. La oferta formativa para el quehacer forense —en esta jurisdicción de la familia, y en el resto— ha sido realmente amplia desde finales de los noventa. La institución colegial en su conjunto, las organizaciones profesionales (como la Sociedad Española de Psicología Jurídica y Forense, constituida en el año 2000, y la Asociación de Psicología Forense, en 2012) y las instancias académicas han sido conscientes de la importancia de la especialización y del descrédito que podía tener para nuestra disciplina en su conjunto una mala praxis en un ámbito con tanta repercusión social. El aumento de publicaciones ha sido vertiginoso (Quevedo-Blasco et al., 2012), favorecido en parte por la cantidad ingente de congresos, jornadas y demás foros de comunicación y debate celebrados por la geografía española en estos últimos decenios.

			Todo ello sin embargo contrasta por un lado con el todavía débil reconocimiento formal o legal de la profesión, y por otro con su incierto encaje en el naciente Grado de Psicología e hipotético desarrollo de nuevos másteres profesionalizantes. Respecto a la primera de estas cuestiones, señalar que los psicólogos forenses aún estamos en una especie de limbo jurídico. Aunque en la Ley de Divorcio de 1981 ya se aludía al dictamen de especialistas, hasta la mencionada Ley 15/2005 no puede encontrarse una mención específica a los equipos técnicos judiciales, que se repite en la disposición adicional sexta del Código Civil de Cataluña de 2010 (escueta referencia a los equipos técnicos de apoyo judicial). Contra todo pronóstico —según anteproyecto—, en la Ley Orgánica 7/2015, en su articulado sobre los Institutos de Medicina Legal y Ciencias Forenses —IML—, la referencia a los psicólogos no pudo ser más parca. Es difícil saber qué impacto tendrá el «impulso de los gabinetes psicosociales de los juzgados» que estipula el artículo 28 de la recientemente promulgada Ley Orgánica 8/2021, o si al hilo de lo previsto en la disposición final vigésima de la misma, sobre la regulación de la composición y funcionamiento de los equipos técnicos que presten asistencia especializada a los nuevos órganos judiciales especializados en infancia y adolescencia que habrán de crearse según lo dispuesto en dicho texto legal, habrá cambios que excedan a esta futura jurisdicción.

			Lo cierto es que a fecha de hoy sigue sin haber regulación legal del psicólogo forense; incluso «los de plantilla» están unidos a la Administración de Justicia por un contrato laboral, sin estatuto orgánico propio o reconocimiento como cuerpo específico (a modo del Cuerpo Superior de Técnicos de Instituciones Penitenciarias, por ejemplo), ni definición normativa o reglamento de sus atribuciones, incompatibilidades, etc. Más aún, a raíz del proceso de transferencia de competencias a las CC. AA. que arrancó en 1994, ni siquiera su adscripción es la misma en todo el territorio nacional (en unos casos lo están a los IML, en otros al Decanato del partido judicial correspondiente, o a agencias, servicios u otros entes dependientes de la Administración). Dispersión, heterogeneidad y riesgo de subsidiaridad a otros operadores, que en la medida de sus posibilidades viene intentando paliar la Asociación de Psicólogos Forenses de la Administración de Justicia (APF) desde su nacimiento en 2012, ante la absoluta desidia de nuestros gobernantes.

			En relación a la segunda y más amplia vertiente del confuso estatus del psicólogo forense español en la actualidad, la ansiada regulación del Grado de Psicología, que se hizo esperar hasta finales de 2018 y acabó siendo «de mínimos», no contiene mención alguna a otros recorridos que no sean el de Psicología de la Salud. La consolidación de la Psicología Jurídica como área profesional reconocida es, sin embargo, el objetivo de la División de la Psicología Jurídica creada en 2015 por el Consejo General de la Psicología de España, a modo de la conocida —e influyente— División 41 de la APA.

			
2. MARCO LEGISLATIVO DEL SIGLO XXI

			El marco legislativo en el cual se desenvuelve el psicólogo forense que realiza evaluaciones de custodia ha experimentado bastantes cambios en lo que llevamos de siglo.

			Inauguramos milenio con la antes mencionada Ley de Enjuiciamiento Civil (Ley 1/2000), que supuso una agilización notable de los procedimientos de familia y por ende un acortamiento de los plazos de práctica de prueba, incluida claro está la pericial. Además, dicha Ley —en su Sección 5.ª del Libro II— estableció la regulación general de la intervención de peritos, clarificando su encaje en el trámite procesal, diversos extremos sobre honorarios, causas de recusación y qué podía serle exigido al perito en su intervención en un juicio o vista (art. 347). Esta norma introdujo también (art. 776.3), dentro de la ejecución forzosa de medidas, la modificación del régimen de guarda y visitas por incumplimiento reiterado del régimen de vistas; la invocación de este artículo, alegando interferencias del custodio en el régimen de vistas en la línea del conocido y controvertido SAP (síndrome de alienación parental), ha suscitado infinidad de solicitudes de dictámenes psicológicos de cambio de custodia.

			La Ley 42/2003 por su parte dio visibilidad al problema de la pérdida de otros vínculos familiares que a menudo sufren los menores con el divorcio parental, el fallecimiento de alguno de sus padres o conflictivas intergeneracionales. El texto legal reconoció el derecho (y cauce para hacerlo valer) de relación de los menores con sus familias extensas, en particular con los abuelos, que todavía en nuestra sociedad suelen jugar un papel significativo en el cuidado de gran cantidad de niños. Obviamente cuando estas relaciones se judicializan es porque los «puentes» o nexos naturales (padres) están rotos o ausentes, y estos son casos paradigmáticos de conflicto de intereses para cuya armonización resulta clave la evaluación psicológica del grupo familiar y de sus dinámicas relacionales (De la Torre, 2005; Pérez et al., 2012).

			En 2004 se promulgó la Ley Orgánica 1/2004, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, a partir de la cual se crean los Juzgados de Violencia sobre la Mujer con competencias en materia penal pero también civil, siendo por tanto requeridos los psicólogos para asesorar en uno y otro tipo de medidas (valoración del riesgo, valoración de secuelas, adopción de medidas cautelares, evaluación de custodia y visitas, etc.). Del encaje de las evaluaciones de custodia en esta jurisdicción mixta especializada se hablará extensamente en el capítulo de este texto dedicado al tema de la violencia de pareja. Señalar aquí únicamente que sin duda este es uno de los ámbitos más complejos y delicados de trabajo para el psicólogo forense.

			Al año siguiente se promulgó la Ley 13/2005, conocida como «ley del matrimonio homosexual», pues en ella se reconoce el derecho a contraer matrimonio —y por ende a adoptar— de las parejas compuestas por personas del mismo sexo. Una ley que generó en su momento más agitación en ciertos sectores sociales y debate parlamentario —incluida la intervención de algún «experto» sin base alguna en la evidencia científica— que implicaciones ha tenido para las evaluaciones de custodia.

			También en verano de 2005 veía la luz la Ley 15/2005, por la que se modifican el Código Civil y la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de separación y divorcio. Texto legal, este sí, con implicaciones importantes para los psicólogos forenses. En primer lugar, porque hizo a partir de ese momento innecesario, no solo la separación previa como ya se ha apuntado, sino también alegar causas para solicitar el divorcio, cuestión que con anterioridad enturbiaba los contenciosos con alegaciones de infidelidades, abandono familiar y hasta trastornos mentales para «justificar» la demanda; ello, amén de puntuales solicitudes de periciales para contrastar el fundamento o bases psicológicas de alguna de estas «causas» (aunque nunca fue este objeto habitual de pericia en los Juzgados de Familia), provocaba sin embargo un incremento indeseable del conflicto, con el consiguiente efecto pernicioso en la disposición a la coparentalidad, a la aproximación de posturas en relación con los planes de custodia y visitas, y otros factores que forman parte de las evaluaciones de custodia.

			Esta ley supuso además el primer, aunque para muchos tibio, reconocimiento legal de la modalidad de guarda conocida como «custodia compartida»; este texto no reconoce la CC como opción preferente, pero si abrió la puerta a la adopción de esta fórmula de custodia aun sin estar de acuerdo una de las partes, por lo que el psicólogo forense se torna clave para valorar qué elementos hay en cada caso favorables a la adopción de dicha medida en interés del niño y cuáles por el contrario podrían interferir en el adecuado funcionamiento de la misma. A esta legislación estatal han seguido, con diferentes niveles de desarrollo y acierto en mi modesta opinión, leyes sobre la materia en cinco CC. AA. (Aragón, Cataluña, Navarra, Comunidad Valenciana y País Vasco). Todas ellas y los pormenores de las evaluaciones de custodia en supuestos de CC sin acuerdo son analizados de manera extensa en el correspondiente capítulo de este texto.

			En tercer lugar, la Ley 15/2005 volvía a poner el foco en la mediación como vía alternativa a la judicial para resolver estos conflictos, aunque el proyecto de ley sobre mediación, que anunciaba en la disposición final tercera, aún se haría esperar más de un lustro. Precisamente a continuación nos ocuparemos del desarrollo de la mediación y de otros servicios de evidente interés en conflictos de custodia en lo que va de siglo. Por último, en relación con la Ley 15/2005, apuntar que en su disposición adicional única también hacía mención al llamado «fondo de garantía de pensiones», una vez más como mero brindis al sol, sin el menor desarrollo normativo ni presupuestario ulterior.

			Aunque en 2007 se promulgó la Ley de Adopción Internacional, y obviamente los procedimientos relativos a la protección de los menores (impugnaciones de tutela, acogimientos familiares o adopciones) también son competencia de los Juzgados de Familia y también para ellos se recaban informes psicológicos forenses, este texto se ciñe en exclusiva a la casuística de las disputas de custodia, por lo que no haré más mención a dicha legislación.

			En 2012 se promulga la Ley 5/2012, de mediación en asuntos civiles y mercantiles, que incorporó —in extremis— la Directiva Europea 2008/52/CE y supuso una relativa unificación de la docena de leyes autonómicas preexistentes sobre mediación familiar (MF); y digo «relativa» porque con posterioridad ha aparecido alguna más —de hecho hay dos CC. AA. con leyes de segunda generación— y por el contrario no se ha planteado ninguna derogación —ni siquiera parcial— de las normativas anteriores, como si el ámbito de acción de las CC. AA. se agotara en lo legislativo, en vez de emplearse a fondo en la adecuada implantación y financiación de servicios de mediación en sus respectivos territorios. Esta normativa estatal regula los principios, ámbito de aplicación, procedimiento y requisitos para actuar como mediador, y es aplicable a cualquier mediación civil, no en exclusiva al ámbito familiar, aunque es esta vertiente la que interesa aquí. A este respecto el texto favorece que desde la instancia judicial se informe a los usuarios sobre esta forma alternativa de resolver sus diferencias, y se les inste a asistir a una sesión informativa, reforzando así el mandato del art. 771.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil respecto a intentar siempre que las partes lleguen a un acuerdo, pero a mi modesto entender fue una oportunidad perdida para una auténtica regulación de la mediación intrajudicial en los Juzgados de Familia, y ya no digamos para promover de manera proactiva el consenso antes de recurrir a la instancia judicial (a modo de requisito de procedibilidad), en particular cuando se dirimen cuestiones relativas a los menores.

			Destacar también que, aunque esta ley contempla la ejecutividad de los acuerdos alcanzados en mediación simplemente elevándolos a escritura pública, ello no es de aplicación en la MF, es decir, el acta final de una MF no tiene efectos jurídicos si no se convierte en convenio regulador sancionado judicialmente, a fin de garantizar que Ministerio Fiscal y Juez intervienen y velan por el interés superior de los menores.

			Los últimos dos textos legales que voy a mencionar han supuesto una reforma ambiciosa —se habla incluso de cambio de paradigma— en el tratamiento jurídico de la infancia, a fin de adecuar nuestro ordenamiento a los convenios y tratados internacionales en la materia suscritos desde hace años por España, así como a toda una serie de recomendaciones del Consejo de Europa del cual formamos parte. Comencemos por la Ley Orgánica 8/2015, de modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia. Un texto amplio y complejo, que ha afectado a diversas normas previas, la Ley Orgánica 1/1996 y algunas otras aludidas en los párrafos anteriores, y del cual solo destacaré aquellos aspectos más relacionados con la temática de este texto. Un primer punto a mencionar es su fijación del concepto jurídico indeterminado del «interés superior del menor», como derecho sustantivo, como principio general de carácter interpretativo y como norma de procedimiento; definición a tener en cuenta a la hora de buscar aproximaciones psicológicas a dicho concepto, como tendremos ocasión de discutir en el capítulo que atiende a la evolución de las evaluaciones de custodia. En segundo lugar, desarrolla de forma detallada el derecho fundamental del menor a ser oído y escuchado, de acuerdo con las recomendaciones y criterios de los convenios internacionales ratificados por nuestro país, y refuerza la tutela judicial efectiva de los menores al introducir la posibilidad de solicitar asistencia legal y nombramiento de un defensor judicial cuando se aprecie conflicto de intereses con alguno de sus representantes legales (los padres como titulares de su patria potestad). Veremos qué recorrido acaba teniendo esta figura y si ese papel puede acabar siendo desempeñado por psicólogos especialistas en este tipo de conflictos familiares, como ocurre en algunos países anglosajones con la figura del guardian ad litem. Un poco más adelante señalaré cómo profundiza en algunos de estos aspectos la última aportación legislativa a la que nos referiremos en este capítulo.

			En tercer lugar, como tendremos ocasión de comentar con mayor extensión en el capítulo dedicado a las evaluaciones de custodia en que concurren alegaciones de violencia, la Ley Orgánica 8/2015 ha reconocido a los menores como víctimas también de la violencia de género ejercida contra sus madres, lo que obliga a los evaluadores a considerar el impacto en ellos más allá de la vertiente de víctimas-testigo. Además, incrementa las cautelas para evitar la revictimización de los menores con su participación en los juicios, al admitir la reproducción de declaraciones recibidas en la fase de investigación y la declaración recibida por medio de expertos, entre quienes se hallan de manera indubitada los psicólogos forenses. Por último, y aunque no tenga necesariamente relación directa con la custodia, sino con la casuística de protección que también se atiende en la jurisdicción de familia, señalar que la Ley Orgánica 8/2015 introduce un nuevo procedimiento encaminado a la obtención de la autorización judicial del ingreso de un menor en un centro de protección específico de menores con problemas de conducta. Y con este fin los jueces de familia vienen en los últimos años recabando nuevamente el auxilio de los psicólogos forenses.

			Por último, voy a referirme a la recientemente aprobada Ley Orgánica 8/2021, de protección integral a la infancia y la adolescencia frente a la violencia, también conocida como LOPIVI o Ley Rhodes. Lo primero, destacar su carácter efectivamente «integral», no solo porque modifique multitud de leyes previas (desde el Código Civil al Penal, la LEC, la LOPJ y un largo etcétera), sino porque afecta a muchos ámbitos además del jurídico (familiar, educativo, sanitario, de servicios sociales, de las nuevas tecnologías, deportivo, policial, etc.), y establece unas directrices generales unificadas tal como nos venía siendo reclamado por el Comité de Derechos del Niño desde hace años. En este sentido y atendiendo a la previsión contenida en la precitada disposición final vigésima del texto de crear —en el breve plazo de un año— una jurisdicción especializada en esta materia, sería comparable a la Ley Orgánica 1/2004 en el terreno de la violencia de género. Comparación que se explicita incluso en el Preámbulo del texto normativo que nos ocupa.

			Dada la amplitud de la norma, únicamente mencionaré algunas cuestiones sustantivas a mi entender y en segundo lugar haré referencia a aquellos aspectos con implicaciones más evidentes para el Derecho de Familia en general y las evaluaciones periciales en particular. La Ley Orgánica 8/2021 pone en el centro al menor —o, como dice la ley, a «la persona menor de edad» —, ya no con un enfoque asistencial —en tanto que víctima— sino como sujeto titular de derechos frente a la violencia, algunos de los cuales regula extensamente: su derecho a la información y asesoramiento, a ser escuchados, a la atención integral, a intervenir en el procedimiento judicial o a la asistencia jurídica gratuita. Precisamente en relación con el derecho de los menores víctimas a ser escuchados, aparece una de las dos breves —y en mi opinión forzadas, para cumplir con el Pacto de Estado contra la Violencia de Género— referencias al polémico SAP que hay en el texto. Destacar también que en su Título Preliminar establece, y lo hace pues para todo el Estado, una definición amplia de «violencia», más acorde con nociones de la Psicología evolutiva que del procesamiento penal, lo que sin duda suscitará equívocos que la jurisprudencia deberá ir aclarando. También considero interesante el esfuerzo que se hace —concretamente en la disposición final octava— por definir «situación de riesgo» y enumerar los indicadores de riesgo, lo cual sin duda facilitará la tarea preventiva de los servicios sociales, al dar mayor seguridad jurídica a esta figura legal del sistema de protección infantil hasta la fecha un tanto imprecisa. La ley da por fin también un espaldarazo definitivo a la práctica de la prueba preconstituida en los procedimientos penales que implican a menores de 14 años, haciendo excepcional su declaración en los juicios a fin de evitar su victimización secundaria. Y modifica la LECrim recogiendo que pueda acordarse la práctica de esta prueba «a través de los equipos psicosociales que apoyarán al Tribunal de manera interdisciplinar e interinstitucional», siendo de facto en los últimos años los psicólogos forenses los responsables de las entrevistas a menores con este objetivo.

			En el capítulo dedicado al ámbito familiar se establece la obligación de las Administraciones de prestar apoyo a las familias para prevenir de forma temprana los factores de riesgo para la infancia y promover políticas que fomenten la parentalidad positiva (apartado en el cual vuelve a mencionarse el SAP). Dentro de él, el Capítulo 38 se fija precisamente en la «situación de ruptura familiar», haciendo hincapié en las medidas necesarias para garantizar que la ruptura de los progenitores no implique consecuencias perjudiciales para el bienestar de los menores. Concretamente recoge:

			a)Impulso de los servicios de apoyo a las familias, los puntos de encuentro familiar y otros recursos o servicios especializados de titularidad pública que permitan una adecuada atención y protección a la infancia y adolescencia frente a la violencia.

			b)Impulso de los gabinetes psicosociales de los Juzgados así como de servicios de mediación y conciliación, con pleno respeto a la autonomía de los progenitores y de los niños, niñas y adolescentes implicados.

			Así pues, el redactado final no alude explícitamente —como se esperaba desde ciertos sectores y se temía desde otros tantos— a la figura de los coordinadores de parentalidad, a la cual me referiré extensamente en el epígrafe siguiente. En todo caso ojalá sirva el debate suscitado en torno a este asunto para dar un impulso efectivo a todos estos servicios y figuras de auxilio a las familias en procesos de ruptura, ya sea directa o indirectamente con su apoyo a la instancia judicial que interviene en sus contenciosos y/o sanciona sus acuerdos.

			Por último, mencionaré unos cuantos artículos del Código Civil que se ven modificados por la LOPIVI o bien por la Ley 8/2021 —aprobada dos días antes—, «por la que se reforma la legislación civil y procesal para el apoyo a las personas con discapacidad en el ejercicio de su capacidad jurídica». Curiosamente ha sido a través de esta última norma (de rango inferior) como se han introducido los cambios más polémicos. Se modifica el artículo 154, al establecer la LOPIVI que la facultad de decidir el lugar de residencia habitual del menor forma parte de la patria potestad y por tanto solo puede cambiarse con el consentimiento de ambos o en su defecto por autorización judicial; tanto es así, que se retoca el art. 225 bis.2 de la LECrim tipificando penalmente como «sustracción» del menor su traslado sin el consentimiento del «otro progenitor». Se echa sin embargo en falta referencia a otras decisiones sobre los hijos que a menudo —en especial cuando no se comparte la custodia— suscitan también litigios y dictámenes psicológicos.

			Se introduce en el artículo 158 la suspensión cautelar en el ejercicio de la patria potestad, la custodia y/o el régimen de vistas a fin de evitar al menor perjuicios en su entorno familiar; pero no es esta suspensión la que ha suscitado controversia, sino la introducida en el artículo 94 a través de la Ley 8/2021, que más que prever, determina el no establecimiento o en su caso la suspensión del régimen de vistas al progenitor incurso en proceso penal por atentar contra el otro cónyuge o los hijos, e incluso cuando sin estarlo existan indicios fundados de violencia doméstica o de género. Volveremos a ello y a la trascendencia que pueda tener para las evaluaciones periciales psicológicas en el capítulo dedicado a situaciones de violencia de pareja. También suscita debate la reforma del artículo 156 planteada por la Ley 8/2021, en tanto sustrae del ejercicio conjunto de la patria potestad la decisión de proveer a los hijos menores de atención psicológica, no ya en los casos de condena de uno de los progenitores por atentar contra el otro y/o los hijos, sino que también contempla que sea suficiente el consentimiento exclusivo de la madre cuando ya esté siendo ella misma atendida por un servicio especializado de violencia de género y sin necesidad de haber interpuesto denuncia. Supuestos en los que se echa en falta en nuestro sistema judicial la figura de un auténtico guardian ad litem, que tenga en cuenta la opinión del menor, sus intereses y proponga la solución más adecuada desde esa óptica.

			
3. DESARROLLO DE INTERVENCIONES ASISTENCIALES Y COADYUVANTES AL SISTEMA JUDICIAL

			Quisiera a continuación hacer un rápido repaso de los avances que en lo que llevamos de siglo se registran en nuestro país sobre alternativas de resolución de conflictos (a las cuales la bibliografía especializada se refiere por su acrónimo ARC —en inglés ADR—) en materia de disputas asociadas a la custodia y la gestión de la parentalidad posdivorcio.

			Como ya apunté antes, el sistema judicial español sigue siendo netamente adversarial, y está siendo lenta y complicada la infiltración en el mismo de la llamada «justicia colaborativa» o «justicia terapéutica». En el Encuentro con la Abogacía Especializada en Derecho de Familia organizado por el CGPJ en 2012 se hacía un llamamiento a promover este enfoque transversal que propusieran Wexler y Winick (1996) con el fin de atender al papel de la ley y su aplicación en el proceso legal como agente terapéutico, buscando los procedimientos y comportamientos de los operadores jurídicos que puedan contribuir mejor al bienestar de los usuarios del sistema legal. La práctica colaborativa he crecido de manera importante en estas últimas décadas y hay quien augura un auge aún mayor en los próximos lustros (Mosten, 2011). Uno de los últimos números de la prestigiosa Family Court Review (vol. 59, issue 3, de julio de 2021) es precisamente un monográfico sobre justicia terapéutica. También crece el interés en este enfoque dentro de nuestras fronteras, no es casual que en 2016 tuvieran lugar tanto el Congreso Europeo de Justicia Restaurativa y Terapéutica, en Donosti-San Sebastián, como el III Congreso Iberoamericano de Justicia Terapéutica en Santiago de Compostela. Si bien es aún muy minoritaria esta perspectiva entre los operadores jurídicos, y en especial la Abogacía dedicada al Derecho de Familia en nuestro país (Bonilla y Fernández, 2020).

			Se trata de que el sistema reconozca la diversidad de necesidades y encuentre los medios más adecuados para responder a la situación particular de cada caso, de cada familia en este ámbito judicial concreto. El epílogo del texto que publicara a principios de siglo (Ramírez, 2003) hacía precisamente alusión a las buenas perspectivas de desarrollo futuro de otras modalidades de intervención psicológica en casos de divorcio, particularmente cuando hubiera menores implicados. Sin embargo, el panorama que observamos casi dos décadas después no confirma en buena medida aquellos pronósticos, y en medio de una crisis socioeconómica que —agudizada en muchos aspectos por la pandemia— parece no tener fin, invita poco al optimismo en cuanto a la generación de recursos y servicios para la ciudadanía. Con todo, las necesidades acaban imponiéndose, y su constatación fehaciente y elaboración constructiva desde disciplinas como la nuestra contribuye sin duda a que vayan ocupando el lugar que merecen en la agenda política. Con esa confianza voy a continuación a referirme al grado de desarrollo actual de los programas psicoeducativos con familias en ruptura, la mediación familiar y la más novedosa figura del coordinador de parentalidad. Tres posibilidades que pueden ser vistas como fases de un modelo escalonado de intervenciones auxiliares (de menos a más directivas e intrusivas) o como alternativas adecuadas para según qué casos (Boyarin, 2012).

			A. Programas psicoeducativos con familias en ruptura

			Este tipo de intervenciones surgieron a mediados de los setenta en Estados Unidos, tuvieron un desarrollo espectacular en las dos décadas siguientes, en buena medida paralelo a los programas de mediación familiar conectados a los Juzgados, hasta experimentar un cierto declive en lo que llevamos de siglo. En España, como veremos a continuación, han ido apareciendo propuestas aisladas en los últimos lustros, en general sin conexión formal con la instancia judicial.

			En la actualidad, como señalan DeLusé et al. (2015), nadie cuestiona la importancia y objetivos de estos programas, las críticas en el contexto norteamericano vienen sin embargo de su naturaleza voluntaria vs. preceptiva y sobre todo de su deficiente evaluación, que limita considerablemente la evidencia disponible respecto a su eficacia.

			Respecto a la primera de estas críticas, puede señalarse lo siguiente: para la sociedad norteamericana el tema del papel del Estado, sus límites y lo que se considera intervencionismo en esta y cualquier otra materia ha sido siempre objeto de controversia (quizá más que en nuestro entorno europeo). A este respecto y ciñéndome al tema que nos ocupa, Blaisure y Geasler (2000) proponían tres niveles de programas de educación parental en proceso de divorcio (en adelante PED-programas de educación para el divorcio):

			—Nivel I: el más general, con fines exclusivamente informativos y de motivación a los padres para buscar otros recursos de ayuda en su gestión del divorcio.

			—Nivel II: programas dirigidos al desarrollo y entrenamiento de habilidades como la comunicación interparental o la resolución de conflictos.

			—Nivel III: el más específico, destinado por tanto a determinados subgrupos de divorciados, tales como parejas altamente conflictivas.

			Siguiendo este esquema, autores como Kierstead (2011) defienden que al Estado solo le corresponde la salvaguarda del interés del menor, y por tanto únicamente cuando este se vea amenazado estaría justificado que los padres fuesen judicialmente obligados a seguir un PED básico o de nivel I que promueva la toma de decisiones bien informada por parte de los implicados.
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			Figura 1.2.—Niveles de PED según metas legales/salud pública. Tomado de Salem et al. (2013), p. 141 (traducido).

			Otros autores como Salem et al. (2013) sin embargo son más partidarios de considerar el divorcio como un problema de salud pública tanto como una cuestión legal, y en consecuencia describen un modelo de tres niveles (universal, selecto e indicado, que resultaría más claro a mi entender como universal, específico y crítico) que combine ambas perspectivas y sus objetivos en la forma reflejada en la figura anterior y que serviría de orientación a los jueces de familia para su toma de decisiones.

			En mi modesta opinión, esta perspectiva se adecúa mejor a nuestro entorno, pero sería deseable que en aras de su eficacia para promover cambios duraderos en las familias las iniciativas que fueran surgiendo en este terreno superaran el nivel básico, prácticamente según la experiencia norteamericana de «sesión informativa» única (de entre 2 y 4 horas) que ha constituido el grueso de los PED conectados al sistema judicial, planteados con objetivos ambiciosos y medidas de eficacia poco acordes con sus contenidos y prácticas reales.

			Precisamente ello tiene que ver con la segunda crítica que se hace a los PED. Su expansión y amplio nivel de aceptación pública contrasta —según todos los autores— con las debilidades metodológicas de la mayor parte de las evaluaciones de estos programas. Así, por ejemplo, en la revisión de Sigal et al. (2011) solo uno de los 14 PED conectados al sistema judicial analizados había usado grupo control con asignación aleatoria; estos autores explican que es habitual que se pretexte que tal práctica quebraría el mandato de igualdad ante la justicia, si bien, como ellos argumentan, hasta que no se prueben los supuestos beneficios de tales PDE no hay discriminación real que valga; no obstante, con idea de salvar este obstáculo recientemente se están proponiendo y probando ya diseños cuasi experimentales de evaluación para estos programas (DeLusé, 2015).

			Hay muchas revisiones de los PED americanos, una de las más amplias quizá sea la de Pollet y Lombreglia (2008), pero dada la variabilidad existente de programas, a mi entender resulta más interesante el meta-análisis que hacen Fackrell et al. (2011). Estos autores consideraron 19 estudios de PDE con grupo control (4 de ellos con diseño experimental y el resto cuasi experimental —asignación no aleatoria—), de los cuales 12 eran programas obligatorios y otros 7 voluntarios recomendados por los Juzgados. Encontraron que estos programas tenían efectos positivos aunque moderados en cuatro de los cinco resultados considerados: conflicto en el coparenting, relaciones parentofiliales y disciplina, bienestar infantil, bienestar parental y relitigio, siendo esta última medida en la que no encontraron diferencias significativas, por lo que deducen que reducir los niveles de litigiosidad requeriría de recursos adicionales (tal vez algún otro instrumento de los que hablaremos a continuación, como los coordinadores de parentalidad). No obstante, como subrayan estos autores, se hallan efectos muy moderados (en el intervalo d = 0,19-0,61), y curiosamente no significativamente superiores de los programas voluntarios (en general más largos y por ende costosos) que de los preceptivos. 

			Considero muy importante esta evidencia relativa a programas foráneos, a fin de aprender de ella para el diseño de los PED que aquí van surgiendo, en general no vinculados con el sistema judicial. Iniciativas unas aparecidas desde el ámbito académico, por ejemplo el Programa GURASOAK promovido desde 2010 por el Equipo de Investigación Harremanak de la Universidad del País Vasco (2 sesiones de 3 horas cada una), o el más reciente Programa EGOKITZEN también surgido en esa Comunidad Autónoma, solo que en este caso a partir de la Universidad de Deusto (10 sesiones de 90 minutos cada una, más enfocado a potenciar habilidades parentales). Otro programa surgido desde el ámbito universitario (Universidades de Vigo y de Santiago) pero originalmente (2002) en colaboración con una asociación de padres/madres divorciados (Asociación Galega de Pais y Nais Separados) es el Programa «Ruptura de pareja, no de familia», con la particularidad de plantear la intervención en paralelo con padres e hijos (inicialmente 16 sesiones, aunque más recientemente plantean una versión reducida de 6 sesiones de 90-120 minutos cada una). Netamente desarrollados por asociaciones de interesados destacaría el Programa de Orientación a la Coparentalidad de KIDETZA (Federación de Euskadi de Padres y Madres Separados), rara avis dado el enfoque predominante de estas asociaciones en reclamos legislativos y asesoramiento legal a sus afiliados. Otras propuestas de intervención forman parte de la cartera de servicios municipales, así por ejemplo el Ayuntamiento de Madrid creó en 2004 la Red de Centros de Atención a la Familia del Ayuntamiento de Madrid (en total 7 CAF gestionados por entidades sin ánimo de lucro), con programas de orientación y mediación familiar, así como de promoción de la parentalidad positiva, en principio de carácter voluntario, si bien a ellos se han estado derivando, hasta fechas recientes y sin un protocolo claro, multitud de casos conflictivos desde los Juzgados de Familia de Madrid. Y más recientemente, a finales de 2018, el consistorio madrileño ampliaba su oferta de servicios para familias en proceso de ruptura con la creación del Centro de Intervención Parental (CIP), que si bien surge dirigido a implantar la figura del coordinador de parentalidad, a la cual nos referiremos en breve, ofrece también un servicio de orientación (SOP) especializado en la mejora de la coparentalidad en casos de ruptura conflictiva, además de otro de intervención grupal de carácter más preventivo, ya con vías preestablecidas de acceso por derivación desde el sistema judicial. Pueden encontrarse en la red referencias a otras iniciativas también municipales, pero en general ofrecen más servicios de mediación y punto de encuentro que programas psicoeducativos grupales para este colectivo.

			En todo caso, aún es escasa la oferta de PED en nuestro país, no hay mención a ellos como recurso auxiliar a la justicia en los textos legales (en la Ley Orgánica 8/2021 únicamente se alude de manera genérica al fomento de programas de prevención del maltrato/violencia sobre la infancia, así como de formación en habilidades de resolución de conflictos intrafamiliares) y es prácticamente inexistente la evaluación de los programas aparecidos hasta la fecha, con excepción de algún dato sobre satisfacción de los usuarios.

			B. Mediación familiar

			La mediación familiar (en adelante MF) constituye la alternativa por antonomasia a los procedimientos adversariales en este ámbito, pero con el tiempo además de tener esta naturaleza diríamos preventiva, ha ido introduciéndose en el propio sistema judicial, en lo que se conoce como mediación intrajudicial, orientada a la reducción del conflicto y la búsqueda de soluciones negociadas en el transcurso mismo de los procedimientos judiciales.

			Existe mucha literatura sobre los hipotéticos e inmediatos beneficios de la MF, pero no tanta evidencia de sus efectos a largo plazo y con muestras no de conveniencia, por eso considero de especial interés referirme al estudio longitudinal de Emery et al. (2001). En él compararon familias que 12 años antes habían sido asignadas al azar a mediación o por el contrario a litigio para resolver sus disputas de custodia; encontraron que los padres no custodios del grupo de mediación estaban más implicados en la vida de sus hijos, mantenían más contacto con estos y mayor influencia en la coparentalidad, sin que ello se tradujera en más conflicto que los del grupo de litigio. Beneficios que pretenden, pero están por demostrarse mediante estudios de validez equiparable, determinadas modalidades de custodia sin atender a la vía por la que se determinan (consensual vs. judicial).

			En España los años noventa fueron de divulgación de la MF (con la celebración de multitud de congresos, jornadas, conferencias, etc.) y eclosión de experiencias multiprofesionales pioneras (a cargo de UNAF, Apside, INTRESS, etc.). En la primera década del presente siglo se produjo un intenso desarrollo legislativo. A nivel estatal marcó un hito que la Ley 15/2005 recogiera la posibilidad de suspender los procesos judiciales civiles para acogerse a la mediación. Después, empezando por Cataluña, una Comunidad Autónoma tras otra fue aprobando su ley de mediación, cada una con su propia conceptualización y alcance de la misma. Hasta la regulación de ámbito estatal de 2012 ya aludida en el epígrafe anterior. Sin embargo, este auge no ha ido seguido de suficiente desarrollo de programas accesibles a la población general, ni la demanda ha crecido en estos años de manera significativa. La institucionalización de la MF está siendo lenta, fragmentada, y la implantación de servicios de mediación a disposición de todos los órganos judiciales dista hoy por hoy de ser una realidad. A nivel intrajudicial su expansión en España hasta la fecha se limita prácticamente a proyectos con carácter experimental, escasa financiación, poca continuidad temporal y en general deficiente coordinación con los órganos judiciales.

			Respecto a este último aspecto, hay voces críticas en cuanto al balance de ventajas e inconvenientes que puede traer la ubicación de la MF dentro de la esfera judicial. Dado que al tiempo que se promueve e impulsa la MF puede verse mermado uno de los principios básicos de toda mediación, la voluntariedad (Bernal, 2016; Pérez y Fernández, 2016); ya lo planteaba hace años Nancy Welsh (2001), ¿el inevitable precio de la institucionalización? Piedra de toque también de los programas de mediación obligada (conocidos como mandatory mediation) inexistentes en nuestro país pero muy extendidos en Estados Unidos, tanto que han levantado fuertes críticas en determinados sectores, al entender que los Juzgados están primando en exceso la eficiencia (rápido y barato) y ello está afectando a la calidad de los programas (cortos y muy directivos) e incluso a la definición misma de mediación, ya que en algunas jurisdicciones estos mediadores están facultados para evaluar las alegaciones de las partes e incluso hacer recomendaciones al Juzgado basadas en el contenido de la mediación llevada a cabo. Algo que a priori parece cuestionar también el principio de neutralidad del mediador y que en el ámbito europeo solo ha introducido Italia. Un tipo de intervenciones en que la «autodeterminación» característica se estrecha y el proceso resulta más coercitivo de lo que sería propio de la mediación (según ponían de relieve los expertos reunidos en la Conferencia The Future of Court ADR: Mediation and Beyond; Boyarín, 2012).

			Sin llegar a tanto, en el ámbito europeo, como señalaba recientemente García Villaluenga (2020), la Directiva 52/2008 del Consejo Europeo también contemplaba la posibilidad de la mediación preceptiva haciendo «viable que los tribunales propongan a las partes que acudan a la mediación para resolver su conflicto, al menos, a una sesión informativa y también los Estados puedan incorporar a su legislación la mediación como un requisito de procedibilidad» (p. 294). Pero en opinión de la autora, la mencionada Ley 5/2012, de mediación, fue timorata y, a diferencia de otros países de nuestro entorno, el nuestro no aprovechó esa vía.

			No obstante, el debate sobre la llamada «voluntariedad mitigada» y una reinterpretación en general menos restrictiva de los principios de la mediación parece abrirse paso con este tipo de iniciativas de MF intrajudicial (García Villaluenga y Vázquez de Castro, 2016). Además, recientemente, con objeto de la discusión sobre la introducción de la figura del coordinador parental, determinados sectores (por ejemplo juristas con perspectiva feminista), antes muy críticos con la mediación intrajudicial en el Derecho de Familia, parecen ahora algo más receptivos ante esta alternativa, en el entendido de que no suponga merma de la efectiva tutela judicial.

			Sin perjuicio de las reservas que procedan en determinados casos, parece no obstante llegado el momento de que a nivel nacional se implementen políticas que desincentiven el recurso inmediato a los tribunales para resolver desacuerdos en materia de custodia de menores. Los padres son los primeros responsables en la búsqueda de soluciones a sus conflictos familiares, responsabilidad que es exigible siempre que el Estado ponga a su disposición los recursos necesarios para gestionar adecuadamente esos conflictos, en beneficio de una obligación común (y de orden público) como es proteger el interés de los menores. Y no parece descabellado pensar que, si no se ha regulado ya en nuestro país el requisito de acudir a un servicio de MF antes de interponer una demanda contenciosa en estos asuntos, sea en buena medida por no verse las Administraciones en la obligación de proporcionar tales servicios a la ciudadanía.

			A propósito de las cautelas a adoptar en la derivación a MF, recordar que la Ley Orgánica 1/2004, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, veda el uso de la MF en todos estos casos, sin distingos en cuanto a gravedad o naturaleza de la violencia. Esta prohibición taxativa ha sido objeto de crítica desde algunos sectores del Derecho (así por ejemplo se apuntaba en las conclusiones del Seminario sobre Instrumentos Auxiliares en el Ámbito del Derecho de Familia, celebrado en Madrid en 2010; o se analiza razonadamente por Merino, 2013) y también de la Psicología (Lobo y Samper, 2011).

			También está abierto el debate sobre el grado de participación de los hijos menores en los procesos de MF. Seguramente el énfasis que pone la Ley Orgánica 8/2021 en el derecho de los mismos a ser oídos y a participar activamente en los procesos de toma de decisiones que les afecten directamente marque en un futuro próximo la dirección en que va a resolverse dicho debate.

			C. Coordinador de parentalidad

			Esta es una figura que surge en Estados Unidos en la década de los noventa, pero que se ha ido consolidando desde comienzos del presente siglo en el escenario de los divorcios altamente conflictivos que se atascan en los Juzgados y desbordan la capacidad de respuesta del sistema judicial. Por todos es conocido que una pequeña porción de casos (entre un 10 %-15 %, según las muestras de estudio) presentan una pésima gestión del conflicto, acuden de forma reiterada a los Juzgados, acaparan la mayoría de los ya de por sí insuficientes recursos de intervención (ya sean PEF o Gabinetes Técnicos Judiciales) y, lo que es peor, en ellos se cronifica el conflicto con las graves consecuencias que ello tiene para el bienestar presente y futuro de los hijos menores implicados. Se trata de familias con las cuales las intervenciones tradicionales (mediación, terapia, educación familiar o peritación) parecen tener mínima o nula efectividad, generando una considerable frustración en los profesionales (ya sean de la Salud Mental o del Derecho), de ahí la búsqueda de un reencuadre para trabajar con esta submuestra de padres divorciados.

			La figura del coordinador de parentalidad (en adelante CPa) fue implantándose también en Canadá y Australia, y dentro de la Unión Europea existen ya (Arias y Bermejo, 2020; Pérez Crespo, 2018) figuras similares —no tanto en opinión de algunos juristas— en el Reino Unido (profesionales del CAFCASS), Holanda, Francia y Alemania (los supervisores de visitas), mientras en España e Italia las primeras experiencias son más recientes. Incluso dentro de los Estados Unidos, donde más desarrollo ha tenido esta figura, se aprecian variaciones sustanciales en el tratamiento de esta figura, en cuestión de grado de autoridad que el Juzgado puede delegar en el CPa, cualificación exigible al CPa, términos de la solicitud judicial de intervención del CPa, cauces de comunicación de sus recomendaciones al Juzgado y de queja o recurso de los padres a las mismas, y otros pormenores del protocolo de actuación. La experiencia en Canadá difiere bastante: las partes deben consentir siempre, pues no está prevista la delegación de funciones judiciales en terceros. En Europa esta figura carece prácticamente de regulación específica.

			Veamos qué encaje ha tenido hasta el momento esta figura en nuestro país. Hasta hace muy poco la huella bibliográfica existente sobre el tema a nivel nacional era escasa (Carmona, 2016), aunque ya comenzaban a apuntarse algunas dificultades para la introducción de esta figura en nuestro sistema judicial (Pérez Crespo, 2016). En 2012, en paralelo a la aparición de las primeras sentencias judiciales que estipulaban la intervención de un CPa —de la mano del magistrado P. Ortuño de la Audiencia Provincial de Barcelona—, en las conclusiones del Encuentro con la Abogacía Especializada en Derecho de Familia organizado por el CGPJ, se aludía a la imperiosa necesidad de implantar servicios auxiliares y colaboradores en la ejecución de las resoluciones judiciales, haciendo mención expresa a la introducción de la figura del CPa. Necesidad que previsiblemente aumentaría a medida que se incrementaran las custodias compartidas sin acuerdo de las partes, y se requiriesen intervenciones para mejorar la coparentalidad hasta al menos conseguir un aceptable funcionamiento «en paralelo», objetivo declarado de multitud de programas de CPa (Sullivan, 2013). Pronóstico que ha resultado certero; no es casual que sea precisamente en la Guía de criterios de actuación judicial en materia de custodia compartida del CGPJ (hecha pública en junio de 2020) donde ya de una manera clara se aboga por la regulación de la coordinación de parentalidad en nuestro ordenamiento jurídico.

			En esta última década han ido desarrollándose diversas experiencias piloto; primero fue el proyecto en Sabadell entre 2012 y 2014 y después en Barcelona de 2015 a 2017. Y es precisamente en Cataluña donde el COP a través de su Sección de Alternativas de Resolución y Gestión de Conflictos crea un grupo de trabajo con el objetivo de estudiar la implantación de esta figura, al amparo fundamentalmente del artículo 233.13 (Libro Segundo, Capítulo III, Sección 2.ª) del Código Civil catalán, relativo a la «supervisión de las relaciones personales en situaciones de riesgo», que hace referencia a las medidas que puede adoptar el Juzgado para que las relaciones del menor con el progenitor que no ejerza su guarda u otros familiares se desarrollen con garantías para su seguridad y estabilidad emocional. Texto que sin embargo no hace mención específica a la figura del CPa. Los proyectos piloto han seguido multiplicándose en el último lustro: Baleares, Castellón, Valencia, y más recientemente Madrid (mediante servicio integrado en el Centro de Intervención Parental —CIP— del Ayuntamiento) y Navarra, siendo precisamente en esta Comunidad Autónoma donde la coordinación de parentalidad ha tenido su primer escueto reconocimiento en un texto legal, aunque sea de rango autonómico (Ley Foral 21/2019, de modificación y actualización de la Compilación del Derecho Civil Foral de Navarra). Tras el posicionamiento favorable del CGPJ a la implantación de esta figura al que aludí anteriormente, se pensó que tal vez fuera recogida en la Ley Orgánica 8/2021, pero finalmente —cabe pensar que ante la fuerte oposición de ciertos sectores— no ha sido así. Por tanto, la figura del CPa no se encuentra aún regulada expresamente a nivel nacional dentro de nuestro ordenamiento jurídico, aunque goce ya de cierto sustento jurisprudencial. La experiencia acumulada en torno a la Coordinación de Parentalidad en nuestro país ha dado lugar en 2020 a la constitución del Fórum Estatal de la Coordinación de Parentalidad —FECPA— (Arias y Bermejo, 2020), espacio permanente para la reflexión y el debate entre expertos en torno a esta figura, que se antoja muy útil tal como veremos a continuación.

			La complejidad de este tipo de intervenciones, así como el delicado campo de actuación al que se dirigen, han suscitado controversias allá donde se hayan implantado. El CPa desempeña un rol único pero híbrido, en tanto que participa de elementos de la mediación, la terapia y la evaluación forense, como bien resumen Rodríguez-Domínguez y Carbonell (2014) citando a D’Abate. Una figura por tanto poliédrica cuya actuación es fundamental que se rija por unas directrices claras a fin de ser verdaderamente útil y no un factor adicional de confusión (Sullivan, 2004), como así vio la Association of Family and Conciliation Courts (AFCC), cuyas Directrices para la Coordinación de la Parentalidad publicadas en 2005 son referente ineludible. En ellas se define el proceso que lleva a cabo el CPa como: «Un proceso alternativo de resolución de disputas centrado en el menor, en el que un profesional de la salud mental o del ámbito judicial con formación y experiencia en mediación asiste a padres con alta conflictividad con el fin de implementar el plan de parentalidad, ayudándoles a resolver sus disputas, educándoles en relación con las necesidades de sus hijos, y tomando —con el consentimiento de las partes y/o del Juzgado— decisiones dentro del alcance de la sentencia o contrato de designación del coordinador de parentalidad» (p. 165). A su vez, la APA lo define como un proceso de resolución de conflictos no adversarial, basado en el principio del superior interés del menor, que es ordenado por el juez o acordado por las partes, con el fin de reducir el alto conflicto mantenido por estas tras la ruptura, para posibilitar el desarrollo adecuado de los planes de parentalidad. También la APA ha desarrollado una Guía para la práctica de la coordinación de parentalidad, en este caso dirigida a psicólogos (APA, 2012) y, más recientemente, la AFCC acometió una revisión y actualización de sus precitadas directrices en su Guidelines for Parenting Coordination de 2019, de enorme interés justamente en relación con el debate de los aspectos más espinosos en torno a esta compleja figura.

			Precisamente una de las cuestiones que mayor controversia ha generado versa sobre la, no siempre bien definida, potestad del CPa para tomar decisiones. Desde la Asociación de Mujeres Juristas Themis, pero no solo, se ha entendido como una delegación indebida de las competencias judiciales que pudiera generar indefensión a los usuarios, ya que, a diferencia de las resoluciones judiciales, las decisiones del CPa no son recurribles. Ciertamente el CPa puede entenderse como una figura arbitral en quien el Juzgado ha delegado una relativa capacidad de decisión; un experto que interviene con la familia en un marco claro y predeterminado mediante contrato con las partes o por resolución judicial, de manera no confidencial ni neutral —pues se rige por el interés del menor—, pero sí imparcial, con el objetivo de asegurar el cumplimiento de las medidas judiciales, resituar el interés de los padres en el bienestar de los hijos, facilitar la negociación entre los padres para definir e implementar su plan de parentalidad, servir de espacio de escucha y apoyo a los hijos, y coordinar la intervención de otros profesionales —terapeutas, personal del punto de encuentro, etc.— que estén trabajando con la familia (Pérez Crespo, 2016). Pero como bien explica Arias (2020, p. 358), esta «función de toma de decisiones» se configura en un gradiente que va de la promoción de la reflexión parental para favorecer la consecución de acuerdos entre las partes, a una negociación de compromiso en beneficio de los hijos y como último recurso arbitrar una solución, que se propondrá —debidamente argumentada— a los padres primero y seguidamente se formulará como recomendación ante el Juzgado. La idea por tanto no es ni mucho menos que el CPa sustituya al juez, sino que haga pedagogía en cuestión de gestión del conflicto, negociación y consenso, y en última instancia haga uso de su facultad propositiva, que salvo en cuestiones urgentes o inaplazables (como señalaba González del Pozo, 2019), quedará además sujeta a ratificación judicial. Como acertadamente señalaban Arias y Bermejo (2019), las intervenciones directivas y de arbitraje del CPa han de ser tan excepcionales como sea posible, a riesgo de renunciar a uno de los objetivos fundamentales del proceso de coordinación de parentalidad, promover la toma de decisiones parentales conjuntas.

			De lo anterior puede en cierto modo deducirse que es fundamental cómo se haga la derivación al CPa desde el Juzgado: con qué criterio se deriva (en qué casos está indicado), cuándo (en qué momento procesal es más oportuno) y con qué atribuciones. Y ciertamente la lectura de algunas revisiones jurisprudenciales, aunque todavía limitadas obviamente por lo novedoso de la materia (véanse, por ejemplo, González del Pozo, 2019; Ortuño, 2019; Themis, 2021) sugiere cierto caos en cuanto a procedimiento y fundamentación jurídica —solo en el caso de las sentencias catalanes parece perfilarse una vía más homogénea a través de un expediente de jurisdicción voluntaria ad hoc—, pero sobre todo suscita ciertas reservas, en particular por la vaguedad del cometido encomendado y el carácter diría «cuasi preventivo» con el que se adopta la derivación al CPa en alguna de las resoluciones examinadas (se lee por ejemplo: «para el caso de que surgieran discrepancias en el efectivo ejercicio de la custodia compartida»). A propósito de ello, buscando la complementariedad con otros recursos y a fin de no dar argumentos a los sectores más reticentes a la implantación de esta figura, sería deseable tener bien presente que la coordinación de parentalidad desde sus orígenes fue pensada como un recurso para aquellos casos en los que otras intervenciones menos «invasivas» y más basadas en la voluntariedad (conciliaciones judiciales, mediación, programas psicoeducativos, etc.) se hubieran mostrado ineficaces, luego —salvo excepciones— a mi modesto entender no debiera ser una herramienta de «primera elección».

			Pero tan importantes como los criterios de derivación lo son los de exclusión, que también generan controversia. Hay que tener en cuenta que se trata de intervenciones intensivas y de larga duración (entre 6 meses y un año y medio o dos), en las que el CPa tiene un rol directivo, e incluso —como ya se apuntó antes— capacidad propositiva y capacidad de decisión —en la medida que establezca la orden judicial o se contemple en el consentimiento informado de las partes—, siendo esta potestas, en opinión de algunos (Lauroba, 2013), lo que la hace particularmente eficaz en casos altamente conflictivos, incluso si ha existido violencia de pareja. Casuística que no es taxativamente excluida para la coordinación de parentalidad ni por la AFCC ni por la APA en sus respectivas directrices sobre la materia, si bien en todas ellas se advierte que puede no ser una intervención apropiada en tales casos (como tampoco en aquellos en que concurran adicciones activas u otros trastornos mentales que comprometan el parenting, el interés del menor o la seguridad de los participantes) y que, de aplicarse, habrá de ser siempre en condiciones de seguridad para los implicados y con las cautelas necesarias (como el mantenimiento de sesiones por separado). Tan delicado es este asunto que en el proyecto articulado a través del CIP en Madrid decayó la propuesta inicial de derivación también por uno de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer de la capital, y la AFCC en su revisión reciente (2019) ha dedicado un apartado específico (XIII) al tema, en el cual se recoge que el CPa no solo cumplirá escrupulosamente los términos de cualquier orden de protección en vigor, sino que supervisará con atención el proceso para detectar la presencia de problemas de seguridad, violencia en la pareja, abuso y/o negligencia sobre los niños y suspenderá el proceso en caso de determinar que resulta inseguro.

			En España, la Asociación de Mujeres Juristas Themis, uno de los sectores más reacios a la introducción del CPa en nuestro ordenamiento jurídico, valora —en sus informes de 2020 y 2021 (disponibles en https://www.mujeresjuristasthemis.org)— que es una amenaza para las líneas básicas de la política judicial en la lucha contra la violencia de género, y ello básicamente porque consideran que esta figura está orientada a la instauración forzada de relaciones de coparentalidad y de relaciones parentofiliales altamente conflictivas que, en su opinión, responden a situaciones de violencia de género no denunciadas, llegando a equiparar coordinación de parentalidad con síndrome de alienación parental, en tanto que constructos —en el marco de la llamada «terapia de la amenaza»— para hacer cumplir las medidas a las presuntas víctimas de esa violencia encubierta. Al respecto solo contraponer el prudente pronunciamiento hecho por diversas entidades representativas de la Psicología Jurídica y Forense española con ocasión del Anteproyecto de la Ley Orgánica 8/2021: «Dentro de la exposición a estas dinámicas relacionales disfuncionales, los menores pueden desarrollar resistencia y rechazo a la relación establecida con alguno de sus progenitores... En la actualidad, existe consenso en considerarlo un fenómeno complejo y multicausal... Para el análisis de este fenómeno es esencial abordarlo con una adecuada perspectiva de infancia y de género. La existencia de cualquier forma de victimización como posible explicación a la resistencia y rechazo parentofilial es la primera hipótesis que debemos analizar y en su caso descartar en la evaluación...» (disponible en https://www.aipje.com). Como señalé anteriormente, la intervención del CPa no suele acordarse de entrada, sino cuando ya ha sido evaluado el caso —a menudo desde los Gabinetes Psicosociales del propio órgano judicial, precisamente para discernir a qué responden esas disfunciones relacionales—, y cuando ya han sido implementadas sin éxito otras medidas (ya sea derivación a Mediación Intrajudicial o al PEF) con la intervención de otros profesionales que en protección de los menores siempre han de considerar e informar de potenciales riesgos para estos. Luego, sin perjuicio de casos de mala praxis, detectar y en su caso refutar cualquier forma de victimización ha de ser cuestión previa a la intervención del CPa. El magistrado Ortuño (2019) apuntaba las circunstancias particulares en que podría utilizarse esta figura desde la Jurisdicción de Violencia sobre la Mujer, volveremos a ello en el capítulo dedicado a las evaluaciones de custodia con alegaciones de violencia. En todo caso, cuando se acuerde dicha intervención en el contexto de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, la derivación habrá de ser especialmente precisa y cautelosa, y la actuación del CPa observante de los términos de su designación judicial.

			Otra cuestión ampliamente discutida es la cualificación que han de tener estos profesionales. El CPa no tiene necesariamente que ser un psicólogo, pero sí debe tener formación en mediación, desarrollo infantil, gestión del conflicto, violencia de pareja, evaluación y asesoramiento familiar, y otras áreas relacionadas con nuestro currículum profesional. Y de manera prácticamente unánime se señala la necesidad de alta cualificación y experiencia profesional, así como perspectiva de infancia y de género. En todo caso, es preciso un complejo bagaje para intervenir como CPa (Kelly, 2008), y por tanto es un rol no apto para principiantes sea de la disciplina que fueren, de hecho los pioneros en estas lides eran llamados special masters. Las mencionadas Directrices de la AFCC, en atención a la delicada tarea del CPa, establecen tres niveles de recomendación en las actuaciones (may, should y shall, algo así como «puede», «debería» y «tiene que»). En España al no estar aún regulada esta figura, tampoco está definido el perfil profesional exigible, lo que a su vez ha suscitado críticas de los distintos operadores jurídicos concernidos.

			Señalar por último que no hay apenas base empírica sobre la eficacia de este tipo de intervenciones, más allá de estadísticas sobre la reducción de relitigios en las jurisdicciones en que esta práctica se ha ido extendiendo. Lo cual es preocupante desde la perspectiva del rigor científico que debe regir intervenciones técnicas tan sensibles, y que a medio plazo va a contribuir a legitimar o por el contrario a desacreditar esta figura, mucho más —me atrevería a decir— que los encendidos debates ideológicos. En este sentido, hubiera sido deseable que se acometieran estudios de evaluación sobre las diferentes experiencias piloto de coordinación de la parentalidad a que he hecho referencia en las páginas previas. Solo así, basándose en la evidencia, se pueden corregir errores o deficiencias, extraer conclusiones para la futura regulación de esta figura, y dar garantías a las familias usuarias y confianza a los sectores más reacios respecto a la utilidad y correcta implementación de la misma. Sin embargo, únicamente se ha encontrado accesible la memoria relativa al mencionado proyecto de Sabadell (https://mediacionesjusticia.files.wordpress.com/2015/06/memoria-programa-de-coordinadic3b3n-de-parentalidad-logos_media.pdf) y, por su extensión (7 casos) y metodología meramente descriptiva, no puede entenderse como una evaluación de programa. Ni siquiera esto respecto al más reciente de Navarra, pese a haberse hecho eco del mismo el CGPJ en la precitada Guía de criterios de actuación judicial en materia de custodia compartida. Así pues, otro reto de futuro será precisamente el desarrollo de investigación empírica para contrastar la eficacia de estas intervenciones y su adecuación relativa para determinadas casuísticas dentro de este ámbito.

			Concluyendo, aunque tampoco la figura del CPa esté exenta de críticas (controvertida delegación de la autoridad judicial —si no se establecen mecanismos de revisión judicial de las recomendaciones del CPa—, potencial efecto contraproducente en la habilidad de las partes para resolver sus disensos, coste de estas intervenciones prolongadas y altamente especializadas...), sin duda nuestro sistema judicial está falto de mecanismos y servicios colaboradores que propicien el cumplimiento de las resoluciones que se adoptan precisamente en interés de los menores, y los programas de coordinación de la parentalidad pueden ser una herramienta útil.

			
4. AVANCES EN MATERIA DE ÉTICA, REGULACIÓN PROFESIONAL Y BUENA PRAXIS

			La práctica forense es sin duda un área de trabajo que acentúa los dilemas éticos y terreno abonado para las denuncias, pues implica intervenir en medio de intereses encontrados y circunstancias de alto estrés, a menudo sin contar con la plena voluntariedad de los evaluados, porque están en juego cuestiones fundamentales (privación de libertad, pérdida de la custodia de los hijos, etc.) y en última instancia es sencillo denunciar y la dinámica misma de judicialización de los conflictos lo propicia. Desde la Comisión Deontológica de los diferentes COP (como ocurre con organismos equivalentes de organizaciones profesionales foráneas —por ejemplo la APA—) siempre se ha señalado el alto porcentaje de denuncias que acumula el colectivo de psicólogos forenses y, dentro de este, en particular quienes peritan en el ámbito de los contenciosos de familia. Así, el COP de Madrid en su informe Ética y Deontología en la Práctica Psicológica (2011) indica que más de la cuarta parte de las denuncias recibidas se refieren a actuaciones de estos profesionales, si bien no alcanzan el 7 % los casos que finalmente requieren alguna medida disciplinaria. Por su parte, el COP de Cataluña (Cayuela et al., 2005) señalaba un 42 % de las denuncias correspondientes al ámbito de familia, porcentaje que se eleva a más del 80 % en estudios posteriores (Arch et al., 2013), pero igualmente indican porcentajes bajos de apertura de expedientes y aún menor que sean a la postre objeto de sanción. En todo caso, este contexto aplicado sin duda puede calificarse «de alto riesgo» y ello es una importante fuente de estrés para estos profesionales, aun cuando la probabilidad de ser denunciado sea realmente pequeña, como señalan Arch et al., autores que hacen una puntualización interesante, y es que los destinatarios de las quejas son mayoritariamente profesionales no acreditados como expertos en psicología forense y cuyo contexto habitual de trabajo no es precisamente el jurídico. Un dato más para abogar por la especialización y el conocimiento profundo de este complejo marco de trabajo.

			En materia de ética profesional, la referencia es obviamente nuestro Código Deontológico (en adelante CD), así como el Metacódigo de Ética de la EFPA (de 1995, revisado en 2005), que establece los principios éticos básicos y trasversales, comunes para todas las asociaciones profesionales europeas: respeto, competencia, responsabilidad e integridad (Lindsay, 2009). En relación al CD, tal como quedó aprobado en la Junta General del Consejo General de Colegios Oficiales de 13 de diciembre de 2014 (tras su adaptación a la Ley Ómnibus y a las Recomendaciones de la Comisión Nacional de la Competencia), y siguiendo a Del Río (2000), pueden señalarse las siguientes como vulneraciones más frecuentes en la praxis del perito en disputas de custodia:

			—Comentar aspectos personales y/o psicológicos de uno de los padres, o de la relación de este con los hijos, sin haberlo evaluado, únicamente basándose en la información proporcionada por el otro. Lo que podría vulnerar los artículos 6, 17 y 24 del CD.

			—Ser parcial. Lo que ocurre cuando se extraen conclusiones generales y se hacen recomendaciones sobre la custodia basándose en la información de una sola de las partes. Ello vulneraría el artículo 15 del CD. A propósito de esta cuestión, desde la institución colegial se han hecho esfuerzos por diferenciar los informes de guarda y custodia (que abarcan a todo el grupo familiar) de los llamados informes de competencia parental (que solo se refieren a uno de los progenitores o a este y los hijos), haciendo énfasis en las limitaciones que a efectos de conclusiones y por supuesto de recomendaciones finales tienen estos últimos para no infringir las obligaciones deontológicas.

			—Revelar datos de una persona sin que esta haya dado su autorización. Lo que afectaría a la confidencialidad regulada por los artículos 40 al 47 y 49 del CD. Para atender a los pormenores de este principio básico de la intervención psicológica, pero con evidentes limitaciones en la praxis forense, se recomienda la consulta del monográfico sobre el secreto profesional del COP de Andalucía Oriental (1994).

			—Recabar datos irrelevantes para el objetivo del informe y que atentan contra la intimidad de las personas. Lo que contravendría el artículo 39 del CD.

			—Evaluar a menores de edad sin el consentimiento de alguno de sus progenitores. Lo que podría contravenir los artículos 3 y 25 del CD. Dada la amplia controversia suscitada por este tema, se hará a continuación referencia más extensa al mismo y las recomendaciones más actualizadas de la institución colegial.

			—Usar etiquetas diagnósticas de forma indiscriminada, atentando contra la dignidad de los sujetos. Ello puede ocasionar yatrogenia y estigmatización social.

			—Utilizar términos poco científicos y/o devaluadores para referirse a alguno de los sujetos del informe. Aspecto al que se refiere el artículo 12 del CD.

			—No utilizar pruebas diagnósticas contrastadas en el ámbito científico.

			—Elaborar informes carentes de un rigor científico mínimo indispensable.

			—Extraer conclusiones a partir de juicios de valor personales, comentarios de terceras personas, hechos aislados, etc., sin que existan argumentos científicos que las avalen y, en consecuencia, sin que se puedan probar. Los últimos tres puntos guardan clara relación con los artículos 18 y 48 del CD.

			Quizá podría añadirse a esta lista el problema de las «relaciones duales» con los evaluados, en particular profesionales que emiten informes periciales pese a haber intervenido anteriormente con alguna o ambas partes, ya fuera en calidad de terapeuta o de mediador, o mantener con ella/s relación personal. Ello favorece la confusión de roles a que se refiere el artículo 29 del CD y pone en riesgo el principio de objetividad.

			Dos cuestiones que han sido objeto de fuerte controversia en el ámbito de las evaluaciones de custodia, y que merecen por tanto un comentario más detallado, son los contrainformes y la evaluación de menores sin el consentimiento de uno de sus padres.

			Respecto a la polémica y cada vez más común práctica de los contrainformes, la primera cuestión a dejar clara es su legitimidad legal; la ley no alude a este término, pero el artículo 347 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, entre las posibles actuaciones de los peritos en la vista o juicio, en su punto 5 dice: «Crítica del dictamen de que se trate por el perito de la parte contraria». Y aunque no toda crítica de un informe por parte de otro experto constituya un contrainforme, lo contrario sí es cierto. Según la definición de Zubiri (2006), un contrainforme es la crítica o revisión de un informe pericial forense previamente elaborado, con el fin de informar sobre posibles fallos metodológicos y/o conclusiones erróneas, indicando los pasos que serían necesarios para completar objetivamente la evaluación.

			Así pues, cuando la Guía de buenas prácticas para las evaluaciones de custodia emitida por el COP de Madrid (2009) señalaba: «Los informes a favor o en contra de informes de otros psicólogos (contrainformes), basados únicamente en el contenido de estos, sin evaluar directamente al grupo familiar no son admisibles» (p. 41) se refería a que no son admisibles como informes periciales propiamente dichos. La anterior definición de Zubiri ya apunta sin embargo a la justificación que debe tener esta práctica; es obvio que los informes periciales constituyen un medio probatorio sujeto al principio de contradicción, y el contrainforme como la ratificación son expresión de ese principio. Ahora bien, un contrainforme está éticamente justificado cuando es debidamente usado «para evitar fraudes en la metodología, la manipulación de fuentes o referencias bibliográficas, datos ficticios o incongruentes, etc. En definitiva, para minimizar el juicio subjetivo y la manipulación de los datos en los informes psicológicos» (Guía del Psicólogo, junio 2009, p. 17). El conflicto ético, como apuntaba esa misma fuente, surge cuando ese objetivo legítimo, de crítica científica, colisiona con el encargo recibido, más en la línea de «sabotear» o invalidar como sea un informe contrario a los intereses en el pleito de quien demanda el contrainforme. 

			Al igual que en la emisión de un informe, no todo vale; a la hora de realizar un contrainforme es exigible que no se convierta en un mero ejercicio de descrédito del colega que emitió el informe (lo que contravendría el artículo 22 del CD), que en él no se emitan juicios sobre las personas o las cuestiones sustantivas evaluadas en el informe ahora revisado, pero no por quien realiza el contrainforme, que se realice con rigor y la debida fundamentación de las críticas en él contenidas, y que el profesional que lo lleve a cabo se cerciore de que los evaluados en el informe inicial consienten el acceso a sus datos personales.

			En cuanto a la segunda de las cuestiones mencionadas, la evaluación de los menores sin el consentimiento de uno de los padres (siendo cotitular de su patria potestad), lo primero a considerar es el interés de los menores, y su exploración psicológica a petición de uno de sus padres y a espaldas del otro puede tener consecuencias indeseables para ellos (iatrogenia al hacer más probables exploraciones reiteradas, conflictos de lealtad por ocultación a uno de sus padres del proceder del otro, etc.) y para su validez como elemento de prueba en último término.

			A medida que crecían las denuncias por la emisión de informes privados que no habían contado con el consentimiento informado de uno de los progenitores, la posición de los COP fue siendo más clara y atajando «triquiñuelas» para eludir esta responsabilidad legal y deontológica (como por ejemplo obtener el compromiso firmado del progenitor que solicita la intervención o evaluación del niño, informar al otro de la realización y motivo de la misma). A falta de mención específica a la obtención del consentimiento informado en nuestro CD (como parece ser la tónica de las regulaciones europeas, a diferencia de las norteamericanas; ver Lindsay, 2009), la Comisión Deontológica Estatal abordó este asunto en noviembre de 2009, atendiendo a la jurisprudencia existente sobre el mismo, a fin de unificar criterios en todos los colegios territoriales. Pese a ello, este es un tema que sigue generando debate y respuestas equívocas (Molina y Garrido, 2016). Dando por sentada la obligatoriedad del consentimiento informado de ambos progenitores en las intervenciones con menores de padres separados o en proceso de separación, se han sugerido pautas de actuación encaminadas al cumplimiento de este requisito. Así, en la web del COP de Castilla-La Mancha se especifican los pasos a dar:

			—Informar al progenitor solicitante de que es indispensable el consentimiento informado del otro antes de iniciar la evaluación del menor, solicitándole que así se lo comunique al otro para que se ponga en contacto con el evaluador o bien que facilite los datos para hacerlo directamente el psicólogo.

			—Redactar y enviar al otro progenitor un burofax informándole de la intervención solicitada y emplazándole a responder en uno u otro sentido en un plazo predeterminado, transcurrido el cual, de no haber tenido respuesta, se entenderá que consiente en dicha intervención con su hijo.

			—Y en caso de respuesta negativa, y considerar el psicólogo que existe urgencia o riesgo para el menor, informar a ambos de manera fehaciente de que se pone en conocimiento de las autoridades competentes (juez o fiscal) para que valoren y decidan lo que corresponda sobre la intervención, ya sin consentimiento parental.

			Pero las actuaciones, tanto de la Administración de Justicia de los diferentes territorios del Estado, como de las comisiones deontológicas de los COP en esta materia, no han sido únicamente disciplinarias, no solo se han dirigido a reglamentar la intervención de estos psicólogos forenses, ni a sancionar las eventuales vulneraciones del CD. También han realizado una labor diríamos pedagógica y de promoción de buenas prácticas en el ámbito. Muestra de ello es la proliferación en la última década de guías de actuación del psicólogo forense en general y del que realiza evaluaciones de custodia en particular. 

			Algunas de ellas serían:

			—Guía Orientativa de Buenas Prácticas de Psicólogos Forenses, elaborada por la Consejería de Justicia e Interior de la Comunidad de Madrid (2007).

			—Guía de Buenas Prácticas para la elaboración de informes psicológicos periciales sobre custodia y régimen de visitas de menores, editada por el COP de Madrid (2009).

			—Guía de Buenas Prácticas para la elaboración de informes psicológicos periciales sobre custodia y régimen de visitas de menores adaptada a casos de violencia de género, editada por el COP de Madrid (2011).

			—Guía de Buenas Prácticas para la evaluación forense y la práctica pericial del Col·legi Oficial de Psicologia de Catalunya (2014).

			En todas estas guías, como en las de la APA y la AFCC (Association of Family and Conciliation Courts), que serán mencionadas de manera recurrente a lo largo de este texto, se señalan los principios que deben regir la actuación de cualquier psicólogo, también el forense: objetividad e imparcialidad, responsabilidad y competencia. Principios recogidos en la breve Guía de actuación en Psicología Forense de la Coordinadora Estatal de Psicología Jurídica del Consejo General de Colegios Oficiales de Psicólogos de España (2007), que además ajusta a este terreno aplicado el articulado del referido Código Deontológico.

			La Guía de Buenas Prácticas del COP de Madrid (2009) señala además los siguientes principios éticos de actuación (pp. 16-18):

			 1.En todos los momentos de la actuación profesional deberá prevalecer el interés superior de los menores sobre cualquier otro interés legítimo que pueda concurrir. 

			 2.La evaluación psicológica se refiere a la totalidad del núcleo familiar y debe practicarse con la necesaria imparcialidad, evitando prejuzgar la idoneidad de uno de los cónyuges sobre otro para ejercer la custodia de los menores. 

			 3.Los miembros del núcleo familiar deben conocer previamente la finalidad de la evaluación y los procedimientos que se van a emplear, así como prestar su consentimiento para ello, con las limitaciones legalmente establecidas en función de la edad. 

			 4.El profesional obtendrá los consentimientos de todas las partes que sean necesarias para la práctica de la evaluación propuesta. En el caso de los menores, el psicólogo deberá informar a todas las partes que tengan la patria potestad. En el supuesto de que una de ellas se oponga, se debe interrumpir toda intervención con los menores, que solo podrá continuarse si se cuenta con autorización judicial. 

			 5.En el caso de que no se pueda realizar un informe psicológico de alternativas de guarda y custodia por no poder evaluar a la totalidad del grupo familiar, el profesional informará previamente al solicitante y hará constar en su informe final el tipo de informe del que se trata, advirtiendo además de las limitaciones de este. 

			 6.Las afirmaciones que pueda contener el informe psicológico con relación a los comportamientos o las actitudes de las personas evaluadas tienen que estar suficientemente fundamentadas y contrastadas. 

			 7.Los profesionales deberán tener la cualificación necesaria para realizar de manera efectiva la evaluación del grupo familiar. Con este fin, se preocuparán de actualizar regularmente sus competencias, conocimientos y habilidades profesionales. 

			 8.Debe evitarse recabar datos superfluos o que no sean necesarios en relación con lo que se requiere al perito ni de interés esencial para el pleito. 

			 9.Debe mantenerse la confidencialidad de los datos personales. Solo se quiebra este principio en el caso de que se den hechos de máxima gravedad para terceros, como el descubrir un delito en el curso de un peritaje. 

			10.El perito informará de las limitaciones de la confidencialidad que concurren en este tipo de evaluación y evitará revelar información que quede fuera del objeto de la evaluación forense. 

			11.El perito debe dejar clara la diferencia entre una relación profesional clínica y una evaluación forense. 

			12.El peritado tiene que conocer que la información aportada será empleada para la realización del oportuno informe.

			13.El profesional debe mantener la confidencialidad de los datos recabados ante terceros y de aquellos cuya divulgación pueda dañar innecesariamente a los interesados, en especial a los menores. 

			La ética y la deontología siguen no obstante en nuestro país sin ocupar el lugar que merecen en el currículum formativo de los psicólogos en general (Del Río, 2009) y de los forenses en particular, si bien es justo reconocer que en los programas de posgrado en esta rama se ha hecho hincapié en estas cuestiones por las razones ya expuestas. Cabe pensar también que en la medida en que asociaciones o sociedades profesionales de psicólogos forenses —como las anteriormente mencionadas— vayan tomando fuerza en nuestro entorno, y se clarifique nuestro reconocimiento profesional más allá del área sanitaria, la situación mejore, diría que en ambas direcciones: la regulación mejore la praxis, pero también aquella vaya sensibilizándose e incorporando directrices relativas a los dilemas éticos específicos que se plantean en la práctica forense, siempre entendido que un código deontológico no puede ser un «recetario» pero las guías de BP sí pueden bajar más al detalle.

			Los psicólogos forenses no debemos tener miedo a esto, mantener altos estándares éticos es sumamente importante para los usuarios/clientes, pero también para la buena salud de nuestra profesión. En todo caso, será deseable también que en el futuro vayan siendo cada vez más frecuentes otras vías de solución de los conflictos que se plantean respecto a las prácticas de los psicólogos forenses, vías alternativas a los procedimientos disciplinarios. Me refiero a la promoción de procedimientos de mediación y arbitraje por parte de los organismos profesionales cuando alguien acude a ellos con intención de formular una denuncia contra uno de sus miembros, en la línea de las recientes directrices de la EFPA (2007). Obviamente estos pueden no ser cauce adecuado para infracciones muy graves (que por otro lado son infrecuentes), pueden no resultar aceptables para alguna de las partes o finalmente, en el caso de la mediación, no tener «final feliz» y exigir el inicio o reinicio de un procedimiento disciplinario formal, pero también, como señalaba Koene (2009): «la mediación bien podría contribuir a restaurar la confianza del denunciante en la profesión y, asimismo, es concebible que una mayor comprensión del punto de vista del denunciante podría proporcionar al psicólogo una mejor reflexión sobre las dimensiones éticas de sus acciones profesionales, quizá más que la proporcionada por las sanciones disciplinarias» (p. 248). Nadie mejor que un psicólogo curtido en litigios de familia para entender los beneficios que pueden deparar estas fórmulas de resolución extrajudicial de conflictos.

			Un último aspecto a considerar, con implicaciones evidentes para garantizar la calidad del quehacer del psicólogo forense —en este y cualquier otro ámbito del Derecho—, es la regulación del campo de actuación como especialidad dentro de la Psicología y el reconocimiento colegial o acreditación de los profesionales que en él desempeñen sus funciones (Jarne, Vilalta, Arch, Guardia y Pérez, 2012). Como ya se apuntó en la primera parte de este capítulo, sigue sin haber más especialidad reconocida desde la Administración que la de Psicología Clínica, pero sí ha habido en la última década avances en materia de acreditación colegial de los psicólogos forenses. La acreditación profesional no supone reconocimiento oficial, pero sí añade un sello de calidad a la actividad profesional, al garantizar que el psicólogo —en este caso forense— posee las competencias necesarias. Garantía no baladí en un ámbito como el que nos ocupa, con mucho ejercicio desde el ámbito privado e incluso contrataciones desde las Administraciones que ni siquiera han pasado un proceso de selección (por mejorable que este pueda ser) para desarrollar un trabajo de enorme responsabilidad y potencial impacto en el bienestar infantil. Un llamado en este sentido hacía también recientemente el CGPJ en la Guía de 2020, a la cual ya se ha aludido anteriormente, señalando la conveniencia de que los órganos judiciales verifiquen la capacitación profesional y experiencia acreditada de los psicólogos designados en estos asuntos de familia, amén de reclamar una vez más la adecuación de las plantillas de los equipos técnicos existentes (p. 127).

			A finales de 2012 la Junta de Gobierno del COP aprobó el documento base por el que se regirían las acreditaciones en todas las áreas que ya habían adquirido un estatus de especialidad dentro de la Psicología (recogidas hacía tiempo en Perfiles Profesionales del Psicólogo —COP, 1998— y en general con secciones dentro de la institución colegial) y quedó constituida la Comisión Nacional de Acreditaciones Profesionales, que en la actualidad regula las acreditaciones en nueve áreas, una de ellas la jurídico/forense. Aunque ya hubieran tomado la delantera los COP de algunas CC. AA. en las acreditaciones en este ámbito (por ejemplo, Cataluña o Madrid), no ha sido hasta junio de 2020 que se ha puesto en marcha el proceso de Acreditación Nacional de Psicólogo Experto en Psicología Jurídica y/o Psicología Forense, ya a nivel estatal por tanto. Confiemos en que este proceso sirva para avanzar en los objetivos que se ha marcado (https://www.acreditaciones.cop.es/pdf/APJuridicayForense.pdf): «Dar una respuesta de calidad a la demanda social existente de psicólogos jurídicos y forenses garantizando su competencia curricular... buscar un reconocimiento institucional y social a la labor profesional de los psicólogos jurídicos y forenses... garantizar que los servicios que proporcionan a la sociedad sean de calidad, asegurando que los profesionales que los aportan disponen de la formación y experiencia necesaria...».

			
			
NOTAS

				
					1 A lo largo del libro se han utilizado las expresiones del masculino «hijos» o «niños» para aludir a ambos géneros con la intención de facilitar la lectura. La autora, más allá del acierto de estas elecciones lingüísticas, manifiesta su voluntad de tratar el tema de manera no discriminatoria.
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